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El Perú destaca como un atractivo destino de inversión, 
respaldado por una estabilidad macroeconómica que lo 
ha posicionado como una de las economías de mayor 
crecimiento en América Latina en las últimas décadas. Esta 
base se refleja en un marco constitucional estable, respaldado 
por una importante solidez fiscal y considerables reservas 
internacionales, evidenciadas en bajos niveles de inflación y un 
déficit fiscal controlado.

En este contexto, el Perú cuenta con un sólido marco legal 
para proteger y promover la inversión, garantizando la 
propiedad privada, la libertad de empresa y contratación, 
sujetando derechos y obligaciones equitativos para 
inversionistas extranjeros y nacionales. Asimismo, brinda una 
estabilidad jurídica para la recepción de inversión privada, que 
garantiza un proceso justo y eficiente para establecer y operar 
negocios en el país. 

En la última década, la defensa de la competencia ha cobrado 
especial relevancia mediante la intensificación de acciones 
de supervisión y análisis en diversos mercados, así como la 
adopción de un sistema de control de concentraciones que 
busca el desarrollo de un mercado cada vez más competitivo, 
libre de restricciones, barreras y otras conductas que pueden 
afectar indebidamente su desenvolvimiento.
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Datos breves: PBI; moneda nacional; 
tasa de desempleo; inflación; 
exportaciones e importaciones

Perú, país con una población de 33,4 millones, 
cuenta con un Producto Bruto Interno (PBI) 
nominal de aproximadamente USD 244.789 
millones, lo que se traduce en un PBI per cápita 
de USD 7.330, el cual, al ser ajustado por paridad 
de poder adquisitivo (PPA), se eleva a USD 15.679, 
reflejando el nivel de vida relativo de la población.

La moneda oficial, el Sol (S/), mantiene su 
estabilidad en el mercado internacional, con 
un tipo de cambio de 3,73 soles por dólar 
estadounidense y 4,04 soles por euro. Por su parte 
la tasa de inflación en los últimos 12 meses se sitúa 
en un rango de 5,04%, con una clara tendencia 

Introducción 
general  
del país

Perú se destaca como un atractivo destino de 
inversión en la Región Andina, respaldado por 
una estabilidad macroeconómica y política que 
lo ha posicionado como una de las economías 
de mayor crecimiento en América Latina en las 
últimas tres décadas. Esta sólida base se refleja 
en su marco constitucional y legislativo estable, 
respaldado por solidez fiscal y considerables 
reservas internacionales, proporcionando un 
entorno propicio para inversiones sostenibles y 
sustentables.

La gestión eficiente se evidencia en 
indicadores macroeconómicos, como 
bajos niveles de inflación y un déficit fiscal 
bajo control, elementos que contribuyen a 
mantener la confianza de los inversionistas. 
Además, Perú ha adoptado una política 
de fomento de la diversificación industrial, 
impulsando sectores como el turismo, la 
agroindustria y la pesca, diversificando así su 
base económica.

En ese sentido, y gracias a su potencial geológico 
y costos de producción competitivos, sigue 
siendo un destino preferido para inversiones en 
industrias extractivas, destacando en particular 

en la exportación de minerales como el cobre 
y el oro. Además, la igualdad de derechos para 
inversionistas extranjeros y la ausencia de 
restricciones significativas fortalecen su atractivo 
como mercado emergente.

A partir de ello, se ha demostrado su 
compromiso con la apertura global, 
promoviendo la libertad de precios, la libertad 
cambiaria y de tenencia de moneda extranjera. 
Su política comercial internacional se refleja 
en la participación en numerosos acuerdos 
comerciales e inversiones, facilitando el 
comercio, promoviendo la competitividad 
empresarial y estimulando la inclusión de 
minorías y MiPymes en la economía.

Lo anterior se evidencia en la amplia red de 
acuerdos internacionales, tratados bilaterales 
de inversión, convenios para evitar la doble 
tributación y tratados de libre comercio 
evidencian el compromiso de Perú con la 
integración económica global. Su participación 
en organismos internacionales como la 
Comunidad Andina, la Alianza del Pacífico, APEC 
y el CPTPP subraya su posición estratégica en el 
escenario económico mundial. 

¿Por qué Perú?

un promedio de 3,0% aproximadamente, que 
ha sido el valor habitual en las últimas décadas.  
La estabilidad de la moneda es un reflejo de las 
sólidas bases macroeconómicas de la economía.

En el ámbito fiscal, el Perú exhibe un déficit del 
2,80% del PBI. Además, cuenta con Reservas 
Internacionales Netas (RIN) valuadas en USD 
71.234 millones, fortaleciendo la capacidad de 
respuesta del país frente a posibles desafíos 
económicos, especialmente de origen externo.

En el ámbito comercial, las exportaciones 
peruanas alcanzan la cifra de USD 66.236 millones, 
superando las importaciones que se sitúan en 
USD 55.903 millones, consolidando así una balanza 
comercial favorable.

Esta solidez económica se refleja también en el 
mercado laboral, con una Remuneración Mínima 
Vital (RMV) de S/ 1.025 (USD 285), una Población 
Económicamente Activa (PEA) de 18,6 millones 
y una tasa de desempleo que asciende a 4,3%, lo 
que evidencia la capacidad del país para generar 
empleo y mantener un equilibrio en su fuerza 
laboral.
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Tratamiento legal de la inversión 
nacional y extranjera 

• Marco constitucional: a partir de la entrada en 
vigor de la Constitución de 1993, el Perú goza 
de un ordenamiento jurídico que otorga plenas 
garantías jurídicas a la inversión privada, tanto 
nacional como extranjera. A partir de ello, el Estado 
peruano asume plenamente un rol promotor 
y garante de la inversión privada nacional y 
extranjera.

Como parte de la denominada “Constitución 
económica”, destaca el artículo 70, el cual 
garantiza la inviolabilidad de la propiedad 
privada. En esa misma línea, el artículo 58 de la 
Constitución reconoce que la iniciativa privada 
es libre y los artículos 59 y 62 establecen que 
el Estado garantiza la libertad de empresa y la 
libertad de contratar, respectivamente. 

Por su parte, el artículo 63 establece, de manera 
expresa, que la inversión nacional y la extranjera se 
sujetan a las mismas condiciones.

• Marco legal: con el propósito de desarrollar el 
marco normativo previsto en la Constitución para 
la efectiva promoción de las inversiones nacionales 
y extranjeras, el Perú ha publicado un sinnúmero 
de normas de rango legal y reglamentario. 

Entre ellas, destacan los Decretos Legislativos No. 
662 y No. 757, que establecen, entre otras cosas, 
que el Estado promueve y garantiza las inversiones 
extranjeras efectuadas y por efectuarse en el país, 
en todos los sectores de la actividad económica 
y cualesquiera de las formas empresariales 
o contractuales permitidas por la legislación 
nacional.

De modo general, ambas normas establecen que 
los inversionistas extranjeros y las empresas en las 
que estos participan tienen los mismos derechos 
y obligaciones que los inversionistas y empresas 
nacionales, sin más excepciones que las que 
establecen la Constitución y los referidos Decretos 
Legislativos.  

Estas normas legales, que entre otras cosas 
reconocen que la inversión extranjera y la 

Régimen de protección  
de inversiones
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transferencia de tecnología son vitales para el 
dinamismo económico, reconocen la posibilidad 
de que el Estado celebre convenios para garantizar 
determinados derechos a los inversionistas 
durante cierto período, los denominados 
“convenios de estabilidad para la protección de 
inversiones”.

• Tratados con cláusulas de protección de la 
inversión: además de las normas de derecho de 
fuente interna, el Perú ha suscrito 39 tratados 
con cláusulas de protección a la inversión (entre 
Tratados Bilaterales de Inversión, Tratados de Libre 
Comercio y Tratados Multilaterales), los cuales la 
protegen de la expropiación ilegal, el trato injusto 
e inequitativo, la discriminación, entre otros. 
Además, todos ellos contemplan el arbitraje de 
inversión como medida de solución de disputas 
entre el Perú y los inversionistas de los Estados 
contratantes.

Convenios de estabilidad  
para la protección de inversiones 

Son instrumentos jurídicos a través de los cuales 
el Estado materializa una política de Estado 
consistente en estabilizar las garantías aplicables 
a los inversionistas nacionales y extranjeros y a 
las empresas receptoras de inversión durante un 
período determinado. 

Con la finalidad de promover la inversión 
privada, se permite que el Estado peruano 
celebre Convenios de Estabilidad Jurídica con 
inversionistas nacionales y extranjeros, así como 
con las empresas receptoras de la inversión 
pertenecientes a cualquier sector de la economía.  

Como regla general, estos convenios tienen un 
plazo de vigencia de 10 años, durante el cual se 
garantiza la estabilidad de diversos regímenes 
jurídicos vigentes al momento de su suscripción, 
tal como el régimen del Impuesto a la Renta. 
Para acceder a ello, debe cumplirse con ciertos 
requisitos, entre los que se encuentra efectuar 
un mínimo de aportes dinerarios a través 
del Sistema Financiero Nacional (entre USD 
5.000.000 y USD 10.000.000, dependiendo del 
sector).

Adicionalmente, la legislación peruana permite 
la celebración de contratos sectoriales con el 
Estado peruano (disponibles para los sectores de 
minería e hidrocarburos), en los que se garantiza 
la estabilidad de un espectro más amplio de 

regímenes jurídicos (incluyendo, entre otros, la 
estabilidad del régimen tributario general).

Derechos y restricciones  
de los inversionistas extranjeros 

De modo general, se reconoce a los inversionistas  
los siguientes derechos1: 

• �Derecho de recibir un trato no discriminatorio 
frente al inversionista nacional.

• �Libertad de comercio e industria y libertad de 
exportación e importación. 

• �Posibilidad de remesar libremente al exterior 
las utilidades o dividendos previo pago de los 
impuestos que le correspondan. 

• �Garantía a la libre tenencia y disposición de 
moneda extranjera.

• �Derecho a utilizar el tipo de cambio más 
favorable existente en el mercado.

• �Derecho a la libre reexportación del capital 
invertido.

• �Acceso irrestricto al crédito interno.

• �Libre contratación de tecnología y remesa de 
regalías.

• �Libertad para adquirir acciones de propiedad 
de inversionistas nacionales.

• �Posibilidad de contratar en el exterior, seguros 
para su inversión. 

• �Posibilidad de suscribir con el Estado 
Convenios de Estabilidad Jurídica para su 
inversión en el país.

En el Perú, la inversión extranjera es permitida sin 
restricciones en la gran mayoría de actividades 
económicas. No obstante, se admiten algunas 
restricciones en materia de transporte aéreo y 
marítimo, seguridad y vigilancia privada, inversión 
en zonas naturales protegidas, fabricación de 
armas de guerra y adquisición de tierras en zonas 
de frontera.

1   https://www.investinperu.pe/es/invertir/normas-legales/
marco-general-para-la-inversion
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Formas de invertir en el Perú 

En el Perú, el marco legal reconoce a los 
inversionistas la capacidad de elegir la estructura 
empresarial que deseen para sus actividades 
económicas. Además, las personas jurídicas 
extranjeras tienen la facultad de llevar a cabo 
acciones y ejercer derechos en el país, siempre 
en cumplimiento de las regulaciones legales 
peruanas. Para realizar actividades comerciales 
de manera habitual en Perú, deben cumplir 
con ciertas disposiciones, como la inscripción 
en los Registros Públicos, la designación de un 
domicilio y de un representante legal.

Algunos sectores económicos pueden requerir 
que las empresas se establezcan como 
entidades locales o sucursales en Perú. La 
Ley General de Sociedades (Ley No. 26887 
– LGS) regula varios tipos de empresas que 
los inversionistas pueden utilizar para sus 
inversiones en el país, siendo los más comunes 
la sociedad anónima (sea ordinaria –S.A.– o 
cerrada –S.A.C.–), la sociedad comercial de 
responsabilidad limitada y las sucursales (sin que 
éstas se consideran personas jurídicas separadas 
de la empresa matriz). Los accionistas o socios 
de cualquier tipo de sociedad pueden celebrar 
acuerdos entre sí o con terceros para regular 
sus derechos y responsabilidades dentro de la 
sociedad, así como para establecer compromisos 
de inversión, períodos de retención en la 
empresa, sindicatos de voto y otros acuerdos 
relacionados

Tipos societarios y sus principales aspectos 

A continuación, las principales características de 
las dos (2) formas societarias más usadas en el 
marco legal peruano:

Corporativo

Sociedad  
Anónima

(S.A.)

Sociedad  
Anónima  

Cerrada (S.A.C.)

Capital

No se requiere un 
importe mínimo 
de capital para 
constituir la 
sociedad, excepto 
en ciertos giros 
como banca y 
seguros, etc.

No se requiere un 
importe mínimo 
de capital para 
constituir la 
sociedad, excepto 
en ciertos giros 
como banca y 
seguros, etc.

Número de 
accionistas

Dos accionistas 
como mínimo, 
sin restricciones 
en cuanto a su 
nacionalidad 
o residencia 
(excepto para 
industrias 
estratégicas como 
radiodifusión, 
marina o aviación 
de cabotaje).

Dos accionistas 
como mínimo y 
veinte accionistas 
como máximo, 
sin restricciones 
en cuanto a su 
nacionalidad o 
residencia (con 
las excepciones 
comentadas).

Administración

La sociedad debe 
contar con un 
directorio (con un 
mínimo de tres 
miembros) y un 
gerente general.

El pacto social o 
el estatuto puede 
establecer que la 
sociedad no tenga  
directorio. En tal 
caso, el gerente 
general tiene todas 
las funciones que 
la ley asigna al 
directorio.

Transferencia de 
acciones

Las acciones 
emitidas pueden 
ser transferidas 
libremente 
mediante 
acuerdos privados. 
No obstante, 
es posible fijar 
restricciones en 
el acuerdo de 
constitución, 
en el estatuto  
o mediante 
acuerdos de 
accionistas 
posteriores.

Como regla 
general, los 
accionistas pueden 
ejercer un derecho 
de preferencia 
para adquirir las 
acciones de la 
sociedad que se 
pongan a la venta. 
Sin embargo, los 
accionistas pueden 
optar por eliminar 
tal derecho de 
preferencia al 
redactar los 
Estatutos de la 
sociedad.

Tiempo 
aproximado de 
constitución

Dos semanas Dos semanas
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Otros tipos societarios relevantes 

• Sociedades Anónimas Abiertas: son aquellas 
que cumplen una o más de las siguientes 
condiciones: han realizado una oferta pública 
primaria de acciones u obligaciones convertibles 
en acciones, cuentan con más de 750 accionistas, 
más del 35% de su capital pertenece a 175 o 
más accionistas, sin considerar a aquellos cuya 
participación individual no alcance el dos por mil 
del capital o supere el cinco por ciento (5%) del 
capital social; se constituyen como tales; o todos 
los accionistas con derecho a voto aprueban por 
unanimidad la adaptación a este régimen. 

La sociedad anónima abierta está obligada 
a registrar todas sus acciones en el Registro 
Público del Mercado de Valores. Además, 
están bajo la supervisión y regulación de la 
Superintendencia de Mercado de Valores (SMV).

• Sociedad de Responsabilidad Limitada: las 
sociedades de responsabilidad limitada se 
forman con un mínimo de dos socios y un 
máximo de veinte. En lugar de emitir acciones, 
emiten participaciones, y a diferencia de las 
sociedades anónimas, no cuentan con un 
directorio. El proceso de establecimiento es 
similar al de las sociedades anónimas, y en este 
tipo de sociedad, es obligatorio tener el derecho 
de adquisición preferente.

• Sociedad por Acciones Cerrada Simplificada 
(SACS): el Decreto Legislativo N°1409 establece 
un nuevo tipo de sociedad denominado 
“Sociedad por Acciones Cerrada Simplificada 
(SACS).” La creación de este régimen busca 
fomentar la actividad económica de personas 
naturales y promover el desarrollo de micro, 
pequeñas y medianas empresas.

La SACS opera de manera similar a una Sociedad 
Anónima Cerrada, pero su característica 
distintiva es que el acto fundacional se genera 
a través del portal SID-SUNARP y se firma 
digitalmente, eliminando la necesidad de una 
escritura pública. Además, todas las gestiones 
relacionadas con la constitución de este tipo 
de sociedad se realizan a través del portal SID-
SUNARP, como la solicitud de inscripción y el 
pago de derechos registrales.

Sin embargo, una vez constituida, la SACS sigue 
las regulaciones generales de los Registros 
Públicos y la Ley General de Sociedades para los 
actos posteriores a su formación.
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Sucursales 

Las empresas extranjeras tienen la opción 
de establecer sucursales u oficinas en Perú, 
y este proceso involucra su inscripción ante 
los Registros Públicos del país. Es importante 
destacar que, a diferencia de una entidad 
independiente, una sucursal no posee 
personalidad jurídica propia; es decir, la sociedad 
matriz responde por todas las obligaciones 
que mantenga la sucursal. No obstante lo 
anterior, cuenta con representación legal y una 
administración permanente en Perú, lo que le 
permite llevar a cabo operaciones comerciales 
en el país. Los trámites para la constitución de 
una sucursal en Perú siguen un procedimiento 
similar al de la creación de una sociedad. 

Esto incluye la formalización a través de 
una escritura pública, que debe contener 
información esencial, como la designación 
de un representante legal permanente, los 
poderes otorgados a este representante y su 
compromiso de someterse a las leyes peruanas 
para asumir las responsabilidades relacionadas 
con las operaciones de la sucursal en el país. Los 
documentos requeridos deben ser autenticados 
por el Cónsul peruano en la jurisdicción de la 
empresa matriz y legalizados por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores en Lima, Perú, debiendo 
tener en cuenta los siguientes aspectos: 

• �Trámite de constitución de sucursal y 
principales características: la creación de una 
sucursal en Perú se lleva a cabo mediante la 
formalización de una escritura pública que 
debe contener, como mínimo, la siguiente 
información:

a. �Un certificado que acredite la vigencia de 
la sociedad principal en su país de origen y 
que certifique que su pacto social y estatuto 
no prohíben la creación de sucursales en el 
extranjero.

b. �Una copia del pacto social y estatuto, o 
documentos equivalentes.

c. �El acuerdo para establecer la sucursal en 
Perú, que debe especificar:

i. �El capital asignado a la sucursal para sus 
actividades en el país.

ii. �Las actividades que llevará a cabo la 
sucursal, junto con una declaración que 

indique que estas actividades forman 
parte del objeto social de la sociedad 
principal.

iii. �La dirección de la sucursal.

iv. �El nombramiento de al menos un 
representante legal permanente en Perú, 
con los poderes necesarios para actuar 
en nombre de la sucursal.

v. �Una declaración que establezca que la 
sociedad principal se somete a las leyes 
de Perú para asumir las obligaciones 
contraídas por la sucursal.

• �Responsabilidad: la sociedad principal asume 
la responsabilidad por todas las obligaciones 
de la sucursal. Cualquier acuerdo que 
contradiga esta disposición se considera 
inválido.

• �Capital: el importe total de los activos 
asignados por la sociedad principal a la 
sucursal para llevar a cabo sus actividades se 
denomina “capital asignado.” No se establece 
un capital asignado mínimo requerido; y el 
que se asigne no tiene que ser acreditado al 
registrar la sucursal.

• �Administración: las sucursales deben 
contar con al menos un representante legal 
permanente en Perú, el cual debe poseer 
las facultades necesarias para realizar  las 
operaciones que emprenda la sucursal.

• �Remisión de utilidades: no existen 
restricciones en cuanto a la remisión de 
utilidades desde una sucursal hacia su 
sociedad principal.

Oficinas de Representación 

Las empresas extranjeras tienen la posibilidad 
de establecer oficinas de representación y 
establecimientos de carácter “no permanente” 
en Perú sin necesidad de someterse a ningún 
proceso de registro o aprobación, a menos 
que operen en sectores regulados como el 
bancario y las compañías de seguros. En tales 
casos, estos establecimientos deben contar 
con representantes que posean la autoridad 
necesaria para que los acuerdos firmados por 
ellos sean legalmente vinculantes según las 
leyes peruanas.
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Control de fusiones 

En junio de 2021 entró en vigencia la Ley 
No. 31112, que introdujo un procedimiento 
de autorización previa de operaciones de 
concentración empresarial en el Perú, a cargo 
del Indecopi, autoridad de competencia 
nacional. El régimen de control de 
concentraciones aplica a ciertas fusiones, 
adquisiciones, contratos asociativos y compras 
de activos productivos que involucran empresas 
con niveles de ventas o activos contables 
significativos en el mercado peruano. Mediante 
el procedimiento, la autoridad puede autorizar, 
autorizar con condiciones o denegar la 
operación.

Para mayor detalle, por favor, ver nuestro 
reporte sobre el balance de los dos primeros 
años de actividad del régimen de control de 
concentraciones en el Perú.

Disolución, liquidación y extinción  
de las formas societarias

• Disolución. La disolución de una sociedad 
anónima según la LGS puede ser decidida 
de manera voluntaria, mediante un acuerdo 
tomado por la junta general de accionistas, sin 
necesidad de una causa legal o estatutaria. No 
obstante, la disolución será forzosa u ocurrirá 
automáticamente, según corresponda, si se 
presentan las situaciones previstas en el artículo 
407 de la LGS. El directorio o, en su ausencia, 
un accionista, socio o gerente debe convocar a 
una junta general de accionistas para que en 
un plazo máximo de treinta (30) días acuerde la 
disolución o las medidas necesarias para superar 
la causa de disolución. Es importante mencionar 

que, a pesar de que las sociedades anónimas 
tienen como máximo órgano a la junta de 
accionistas y son administradas por sus órganos 
de gobierno, el Estado Peruano puede ordenar 
su continuación, incluso si se ha acordado la 
disolución, en caso de considerarla de interés 
nacional o seguridad pública.

• Liquidación. El proceso de liquidación se inicia 
como resultado de la adopción del acuerdo 
de disolución de la sociedad, que mantendrá 
su existencia legal hasta que se complete el 
proceso de liquidación y se registre la extinción 
en el Registro Público. Uno o varios liquidadores, 
que pueden ser personas naturales o jurídicas 
designadas por la junta de accionistas, dirigen el 
proceso de liquidación. Los liquidadores deben 
mantener a los accionistas informados sobre la 
situación financiera de la sociedad y el progreso 
del proceso de liquidación. Es importante 
destacar que no se puede repartir el patrimonio 
social entre los accionistas hasta que se hayan 
satisfecho las obligaciones con los acreedores. 
Una vez que se haya distribuido el patrimonio 
social remanente (si lo hubiera), los liquidadores 
deben solicitar la extinción de la sociedad ante 
el Registro de Personas Jurídicas. En caso de 
que haya acreedores de la sociedad que no 
hayan recibido el pago de sus deudas, podrán 
reclamar sus créditos a los accionistas, pero solo 
hasta el monto distribuido como resultado de la 
liquidación.

• Extinción. Una vez efectuada la liquidación de 
la sociedad y haberse distribuido el haber social, 
la extinción de la sociedad deberá inscribirse en 
los Registros Públicos. Posteriormente, deberá 
comunicarse a SUNAT la “baja definitiva” del 
Registro Único de Contribuyente. Una vez que se 
emita la resolución correspondiente de SUNAT, 
la sociedad quedará extinta..

https://tinyurl.com/37m8vm8m
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empresas unipersonales, sociedades y entidades 
de cualquier naturaleza constituidas en el 
exterior.

• �Base imponible: la renta neta gravable con el 
IRE equivale a la utilidad contable del ejercicio, 
ajustada con las adiciones y deducciones 
previstas en las normas tributarias.

Cabe resaltar que, como regla general, la 
contabilidad de las empresas debe ser llevada 
en moneda nacional (soles). Excepcionalmente, 
se admite la posibilidad de llevar la contabilidad 
en dólares americanos en supuestos específicos 
que exigen el cumplimiento de ciertos requisitos.

• �Tasa: las sociedades residentes tributan con 
la tasa corporativa general de 29.5% sobre su 
renta neta gravable, y están sujetas a una tasa 

Régimen  
Tributario peruano

Impuesto a la Renta  
Empresarial (IRE) 

• �Naturaleza: el IRE es un impuesto directo que 
grava: (i) las rentas de fuente mundial obtenidas 
por empresas residentes en el Perú; (ii) las rentas 
de fuente peruana generadas por sucursales, 
agencias o establecimientos permanentes 
constituidos en el Perú, de empresas 
unipersonales, sociedades y entidades de 
cualquier naturaleza constituidas en el exterior; 
y (iii) las rentas de fuente peruana percibidas por 
personas jurídicas residentes en el exterior.

• �Residencia: son residentes fiscales en Perú, 
entre otras: (i) las sociedades y demás 
personas jurídicas constituidas en el Perú; y 
(ii) las sucursales, agencias y establecimientos 
permanentes8 constituidos  en el Perú de 

8 Para los efectos del IRE, se considera establecimiento permanente de una compañía extranjera, entre otros, cualquier 
lugar fijo de negocios o el nombramiento de un representante con poderes para contratar en el Perú. Adicionalmente, 
se considera establecimiento permanente, entre otros, a: (i) las obras o proyectos de construcción, instalación o montaje, 
así como las actividades de supervisión relacionadas, cuando su duración exceda 183 días calendario en un período 
cualquiera de 12 meses; y (ii) la prestación de servicios en el país para un mismo proyecto o uno relacionado, por un 
período (o suma de períodos) que en total exceda 183 días calendario dentro de un periodo cualquiera de 12 meses.
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adicional de 5% sobre las sumas que se presuma 
hayan sido dispuestas de manera indirecta a 
favor de sus accionistas.

Las sociedades no residentes tributan con la tasa 
de 30% sobre sus rentas de fuente peruana, salvo 
determinados casos específicos previstos en la 
Ley del Impuesto a la Renta (LIR).

• �Dividendos: las personas naturales o jurídicas 
que no residan en el país y las personas naturales 
residentes en Perú tributan con la tasa de 5% 
sobre los dividendos o utilidades distribuidos 
por sociedades constituidas en el Perú. Las 
sociedades residentes que perciben dividendos 
o utilidades distribuidos por sociedades 
constituidas en el Perú están exentas de dicho 
gravamen.

Las sociedades que acuerden la distribución serán 
responsables de retener y pagar el Impuesto a la 
Renta correspondiente.

En el caso de sucursales, agencias u otro tipo 
de establecimientos permanentes de empresas 
unipersonales, sociedades o entidades de 
cualquier naturaleza constituidas en el exterior, se 
entenderán distribuidas las utilidades en la fecha 
de vencimiento del plazo para la presentación de 
la declaración jurada anual del IRE. En relación con 
ello, la LIR considera como monto de distribución 
la renta disponible a favor del titular extranjero.

Adicionalmente, las personas jurídicas residentes 
que obtengan dividendos o ganancias 
provenientes de sociedades no residentes, 
podrán deducir: (i) el impuesto retenido en virtud 
de la distribución de dividendos o utilidades 
realizada por una sociedad de primer o segundo 
nivel (crédito directo); y (ii) el Impuesto a la 
Renta pagado por la sociedad no residente de 
primer o segundo nivel, por la realización de su 
negocio o empresa, en la parte proporcional 
que corresponde a los dividendos o utilidades 
distribuidas (crédito indirecto).

• �Otras retenciones: los contribuyentes residentes 
que paguen rentas de fuente peruana a 
entidades del exterior deberán retener el 
Impuesto a la Renta correspondiente, aplicando 
las siguientes tasas:

a. Intereses provenientes de créditos externos: 
4,99% (siempre que, entre otros requisitos, el 
préstamo no devengue un interés anual al 
rebatir superior a la tasa SOFR + 7 puntos).

b. �Enajenación de valores mobiliarios realizada 
dentro del país: 5%.

c. Regalías: 30%.

d. Asistencia Técnica: 15%.

e. Servicios digitales: 30%.

f. Otras rentas: 30%.

• �Compensación de pérdidas. Las sociedades 
residentes podrán compensar las pérdidas 
obtenidas en un periodo fiscal, aplicando uno de 
los siguientes sistemas:

a. �Sistema A: contra las rentas netas que 
obtengan en los siguientes cuatro (4) periodos 
fiscales. Excepcionalmente, por la situación 
del Covid-19, las pérdidas netas corporativas 
registradas en el ejercicio fiscal del año 2020 
pueden ser compensadas contra la renta neta 
empresarial obtenida durante los siguientes 
cinco (5) ejercicios fiscales, calculados desde el 
ejercicio fiscal de 2021.

b. �Sistema B: contra el cincuenta por ciento 
(50%) de las rentas netas que se obtengan en 
los siguientes periodos fiscales, sin limitación.

• �Régimen especial de depreciación acelerada. Un 
régimen excepcional y temporal de depreciación 
se encuentra aplicable desde el ejercicio fiscal 
de 2023. En virtud del mismo, se han previsto 
tasas de depreciación mayores para edificios y 
construcciones, al igual que para otros activos (tal 
como ciertos vehículos de transporte terrestre, 
híbridos o eléctricos).

• �Precios de transferencia. Siguiendo los 
lineamientos de la OCDE, las operaciones (i) entre 
partes vinculadas; (ii) que se realicen con sujetos 
residentes en países o territorios “no cooperantes” 
o de baja o nula imposición; o (iii) que se realicen 
con sujetos cuyas rentas, ingresos o ganancias 
provenientes de dichas transacciones estén 
sujetos a un “régimen fiscal preferencial”, deben 
sujetarse a las reglas de Precios de Transferencia. 
Cualquier subvaluación o sobrevaloración 
respecto del valor de mercado establecido en 
base a las reglas de Precios de Transferencia, será 
ajustado por las autoridades tributarias.

Diversas obligaciones formales se aplican a estas 
operaciones; como por ejemplo, la presentación 
de las declaraciones juradas informativas 
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denominadas “Reporte Local”, “Reporte Maestro” 
y “Reporte País por País”.

Asimismo, a fin de deducir el costo o gasto por 
servicios prestados entre partes vinculadas, 
será necesario que se cumpla el “test de 
beneficio”  y se proporcione la información y/o 
documentación de sustento solicitada por las 
autoridades tributarias.

• �Principales reglas anti-abuso: 

a. �Norma Anti-Elusiva General (NAG), aplicable 
en el marco de las fiscalizaciones que revisen 
hechos, actos y situaciones llevadas a cabo 
por los contribuyentes a partir del 19 de julio 
de 2012, a fin de desconocer las ventajas 
tributarias obtenidas a través de actos 
elusivos10.

b. �Régimen de Transparencia Fiscal 
Internacional, aplicable a contribuyentes 
residentes respecto de las rentas pasivas que 
obtengan a través de entidades contraladas 
no domiciliadas.

c. �Reglas que limitan la deducción de 
intereses por cualquier financiamiento (con 
independencia de si el acreedor es una 
parte vinculada o no) al 30% del EBITDA del 
ejercicio gravable anterior.

d. �Reglas sobre enajenación indirecta de 
acciones: una “enajenación indirecta” de 
acciones peruanas, gravable con el Impuesto 
a la Renta, se considerará producida si (i) 
en los 12 meses anteriores a la enajenación, 
el valor de mercado de las acciones 
peruanas equivale al 50% o más del valor 
de mercado de las acciones emitidas por 
la sociedad extranjera que son objeto de 
enajenación; y (ii) en un período cualquiera 
de 12 meses, el enajenante o sus partes 
vinculadas transfieran (mediante una o 

varias operaciones simultáneas o sucesivas) 
acciones que representen el 10% o más 
del capital de la sociedad extranjera cuyas 
acciones se enajenan.

Asimismo, se configurará una enajenación 
indirecta cuando se transfieran acciones de 
una sociedad extranjera y el importe del precio 
atribuible a una sociedad peruana subyacente, 
sea igual o mayor a 40,000 UIT (USD 55 
millones aprox.).

e. �Obligación que tienen las personas jurídicas 
y/o entes jurídicos de informar sobre la 
identidad de sus beneficiarios finales, así 
como implementar mecanismos específicos 
para obtener y mantener actualizada la 
información sobre tales sujetos11.

Impuesto a la Renta  
de personas naturales 

• �Naturaleza: es un impuesto directo que grava 
(i) las rentas de fuente mundial de las personas 
naturales residentes en el Perú; y (ii) las rentas 
de fuente peruana de las personas naturales no 
residentes en el Perú.

• �Residencia: son residentes fiscales en Perú: (i) las 
personas de nacionalidad peruana domiciliadas 
en el país; y (ii) los extranjeros que hubieren 
permanecido en el país por más de 183 días 
calendario en cualquier periodo de 12 meses, a 
partir del 1 de enero del ejercicio siguiente.

• �Tasas: la LIR clasifica los ingresos de los 
individuos en dos categorías principales: (i) 
rentas pasivas, y (ii) rentas del trabajo.

En el caso de sujetos residentes en el Perú, las 
rentas pasivas de fuente peruana se encuentran 
gravadas con una tasa efectiva de 5%; mientras 

10 La Administración Tributaria ha publicado un catálogo de trece supuestos que podrían implicar potencialmente la 
aplicación de la NAG. Entre ellos, se encuentran los siguientes: (i) la deducción de regalías por cesión en uso de marcas; 
(ii) la enajenación de una sociedad peruana a través de un patrimonio autónomo; (iii) el re-domicilio de una empresa 
para hacer uso de algún convenio para evitar la doble imposición (CDI); (iv) préstamos con apariencia de arrendamiento 
financiero para beneficiarse del régimen de depreciación acelerada y así disminuir la renta imponible; y (v) la distribución 
indirecta de rentas de una entidad sin fines de lucro bajo la apariencia de pagos a un proveedor extranjero.

11 Entiéndase por beneficiario final a aquella persona natural que efectiva y finalmente (i) posea directa o indirectamente 
una participación de al menos 10% en el capital social de una persona jurídica peruana; o (ii) por medios distintos a la 
propiedad, ostente directa o indirectamente, facultades para designar o remover a la mayor parte de los órganos de 
administración, dirección o supervisión, así como poderes de decisión en el marco de las operaciones en las que participe 
la persona jurídica o ente jurídico. 
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que las rentas del trabajo, en conjunto con las 
rentas de fuente extranjera (de ser aplicable), se 
someten a una escala progresiva acumulativa 
que va del 8% al 30% sobre las rentas netas 
(algunas deducciones aplican).

Por otro lado, las rentas pasivas y del trabajo de 
fuente peruana que obtengan individuos no 
residentes, se gravan con la tasa general del 30%12.

Convenios para evitar  
la doble imposición 

Perú ha suscrito tratados bilaterales para evitar 
la doble imposición, en vigor actualmente, 
con Brasil, Canadá, Chile, México, Portugal, 
Corea del Sur, Japón y Suiza; los que, entre 
otras disposiciones, prevén las siguientes tasas 
máximas, actualmente aplicables: 

12 �Excepto casos específicos previstos en la LIR, tal como 
la ganancia de capital proveniente de la transferencia 
de inmuebles ubicados en Perú, la que se grava con la 
tasa de 5%.

Notas: 
1. �La tasa más baja aplica si el beneficiario es una 

compañía que directa o indirectamente controla 
al menos 25% (Chile), 20% (Brasil) o 10% (Canadá y 
Portugal) de las acciones con derecho a voto emitidas 
por la compañía que paga dichos dividendos.  

2. �Esta tasa aplica a la provisión de servicios digitales y de 
asistencia técnica. 

3. �La tasa más baja aplica a la provisión de servicios de 
asistencia técnica. 

4. �La tasa más baja aplica a la provisión de servicios 
digitales y de asistencia técnica. 

Convenios de estabilidad jurídica

Con la finalidad de promover la inversión 
privada, se permite que el Estado peruano 
celebre convenios de estabilidad jurídica 
con inversionistas nacionales o extranjeros, 
así como con las empresas receptoras de la 
inversión pertenecientes a cualquier sector de la 
economía.  

Como regla general, estos convenios tienen un 
plazo de vigencia de 10 años, durante el cual se 
garantiza la estabilidad de diversos regímenes 
jurídicos vigentes al momento de su suscripción, 
tal como el régimen del Impuesto a la Renta. 
Para acceder a ello, debe cumplirse con ciertos 
requisitos, entre los que se encuentra efectuar 
un mínimo de aportes dinerarios a través 
del Sistema Financiero Nacional (entre USD 
5.000.000 y USD 10.000.000, dependiendo del 
sector).

Adicionalmente, la legislación peruana permite 
la celebración de contratos sectoriales con el 
Estado peruano (disponibles para los sectores de 
minería e hidrocarburos), en los que se garantiza 
la estabilidad de un espectro más amplio de 
regímenes jurídicos (incluyendo, entre otros, la 
estabilidad del régimen tributario general).

Impuesto General a las Ventas (IGV) 

• �Naturaleza: el IGV es un impuesto indirecto 
al valor agregado que grava (i) la venta de 
bienes muebles en el país; (ii) la prestación 
o utilización de servicios en el país; (iii) los 
contratos de construcción; (iv) la primera 
venta de inmuebles por el constructor; y (v) la 
importación de bienes.

El IGV pagado en la compra de bienes o 
servicios (e.g. crédito fiscal) puede ser deducido 
del impuesto que la compañía deberá tributar 
por sus ventas (e.g. débito fiscal). El IGV se 
determina y paga mensualmente.

La exportación de bienes y de servicios, que 
cumplan con los requisitos establecidos en la 
Ley, se encuentra inafecta al IGV.

País
Dividendos 

%
Intereses 

%
Regalías 

%

Brasil 10/15 (1) 15 15 (2)

Canadá 10/15 (1) 15 15

Chile 10/15 (1) 15 15

Japón 10 10 15

Corea 10 10 10/15 (3)

México 10 10 15

Portugal 10/15 (1) 10 10/15 (3)

Suiza 10 10 10/15 (4) 
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• �Tasa: 18%13

• �Recuperación temprana del IGV. La legislación 
peruana prevé varios regímenes que permiten 
la devolución del IGV que resulte, por ejemplo, 
de la adquisición de bienes y servicios, o la 
ejecución de acuerdos para ciertos proyectos 
preoperativos.

• �Obligaciones formales y de recaudación. 
Entre otras: (i) presentar declaraciones juradas 
determinativas del IGV de manera mensual; 
y (ii) practicar las detracciones, retenciones o 
percepciones del IGV a clientes o proveedores 
en los casos establecidos por las autoridades 
tributarias14.

Impuesto Selectivo al Consumo 
(ISC)

• �Naturaleza: es un impuesto indirecto que grava 
la venta de bienes específicos fijados por ley 
(cigarros, combustible, licores, etc.). Asimismo, 
resulta aplicable a los juegos de casino y 
máquinas tragamonedas.

• �Tasa: las tasas son variables, dependiendo 
del tipo de bien o la naturaleza del servicio 
prestado. 

Otros tributos del alcance general 

• �Impuesto Temporal a los Activos Netos 
(ITAN): grava el valor de los activos netos de 
sociedades residentes. La tasa aplicable es de 
0.4% sobre el valor de los activos netos que, al 31 
de diciembre del ejercicio anterior al pago del 
ITAN, excedan de S/ 1.000.000.

Asimismo, el importe pagado por concepto de 
ITAN puede aplicarse como crédito contra el 
IRE y el saldo ser materia de devolución.

13 �Esta tasa está compuesta por dos elementos: (i) 16% corresponde al IGV y (ii) 2% corresponde al Impuesto de Promoción 
Municipal.

14 �Mientras que los Regímenes de Retenciones y Percepciones del IGV solo aplican a las compañías designadas por la 
Administración Tributaria (SUNAT) como agentes de retención o percepción; en el caso del Régimen de Detracciones no 
se requiere tal designación de SUNAT, siendo aplicable, principalmente, a ciertas operaciones gravadas con el IGV, en las 
que el adquirente del bien o usuario del servicio deben retener y depositar un porcentaje del importe de la operación en 
la cuenta bancaria que para tales efectos abra el proveedor en el Banco de la Nación.  

15 �Las primeras 10 UITs de dicho valor (USD 13.500 aprox.) se encuentran exoneradas de este impuesto.

• �Impuesto Predial: grava el valor de los predios 
de propiedad del contribuyente ubicados en 
un distrito o localidad específica. La tasa del 
impuesto está en el rango del 0,2% al 1% del 
valor del predio. 

• �Alcabala: grava la transferencia de inmuebles 
urbanos o rústicos, sea a título oneroso o 
gratuito. La tasa aplicable es de 3% sobre el 
valor de transferencia del bien o su valor de 
autovalúo, el que resulte mayor15. El pago se 
encuentra a cargo del comprador o adquirente 
del inmueble.

• �Impuesto a las Transacciones Financieras (ITF): 
grava las acreditaciones o débitos de dinero 
realizados en cuentas bancarias del Sistema 
Financiero peruano. La tasa aplicable es de 
0,005% sobre el importe de la operación.

Principales regímenes 
promocionales 

• �Inversión en la Amazonía (IRE con tasas de 5% 
y 10%, e inclusive exoneración del impuesto 
dependiendo del tipo de industria o actividad; 
así como exoneración del IGV en determinados 
supuestos).

• �Agricultura, agroindustria y acuicultura (IRE 
con tasas desde 15%, dependiendo del nivel de 
los ingresos netos anuales).

• �Inversión en zonas altoandinas (exoneración del 
IRE y del IGV sobre importaciones).

• �Inversión en Zonas Especiales de Desarrollo 
“ZED” (Frontera) (exoneración del IRE e IGV).



17Doing business en Perú

16 �De acuerdo con el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo del Perú, a diciembre de 2022, había 193,387 
trabajadores sindicalizados en el sector privado, y 255,127 en el sector público.

Regulación 

Los términos y condiciones de la relación laboral 
son acordados directamente entre el empleador 
y el trabajador. El porcentaje de sindicalización 
en el Perú es bastante bajo16. Así, las principales 
actividades donde la regulación laboral es 
resultado de la negociación colectiva son la 
construcción civil, hidrocarburos, industria textil y 
actividades de minería.

En términos generales, la contratación de personal 
se puede ejecutar, entre otras, a través de las 
siguientes alternativas:

• �Contrato de trabajo a plazo indefinido.

• �Contrato de trabajo sujeto a modalidad, bajo 
ciertas causas objetivas:

a. �Inicio/incremento de nueva actividad 
(Máximo 3 años)

b. Necesidades del mercado (Máximo 5 años)

c. Reconversión empresarial (Máximo 2 años)

d. Ocasional (Máximo 6 meses)

Laboral y Seguridad Social
e. De suplencia (Máximo 5 años)

f. De emergencia (Máximo 5 años)

g. �Para obra determinada/servicio específico 
(en función a la duración de la obra 
determinada o servicio)

h. Intermitente

i. De temporada

El contrato a tiempo parcial aplica para los 
trabajadores que presten servicios durante un 
tiempo menor a 4 horas diarias.

Asimismo, existen regímenes de prácticas y 
formación laboral aplicables a estudiantes y 
egresados denominados “modalidades formativas 
laborales”. 

Jornada laboral

La ejecución de servicios está sujeta a un máximo de 
8 horas diarias o 48 horas semanales. El empleador 
es libre de determinar la jornada de trabajo siempre 
que se encuentre dentro de dichos límites.
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Sobretiempo

El trabajo en sobretiempo, entendido como 
la labor efectuada en exceso de los límites de 
la jornada diaria o semanal establecida por el 
empleador, es retribuido con el pago de una 
sobretasa del 25% por las primeras dos (2) horas, y 
del 35% por las restantes.

Terminación del contrato de trabajo

En el Perú predomina la estabilidad laboral en el 
empleo. Así, un trabajador no podrá ser despedido 
sin la existencia de una causa justa. El contrato 
de trabajo se extingue –de manera justificada– 
cuando se da alguno de los siguientes supuestos: 

• �El fallecimiento del trabajador o del 
empleador si es persona natural.

• �La renuncia o retiro voluntario del 
trabajador.

• �La terminación de la obra o servicio, el 
cumplimiento de la condición resolutoria 
y el vencimiento del plazo en los contratos 
legalmente celebrados bajo modalidad.

• �El mutuo disenso entre trabajador y 
empleador.

• �La invalidez absoluta permanente del 
trabajador.

• �La jubilación del trabajador.

• �El despido, en los casos y forma permitidos 
por la norma.

• �La terminación de la relación laboral por causa 
objetiva, en los casos y forma permitidos 
legalmente, tales como el caso fortuito y 
la fuerza mayor, la existencia de motivos 
económicos, tecnológicos, estructurales o 
análogos, la disolución y liquidación de la 
empresa, y la quiebra, la reestructuración 
patrimonial.

Despido arbitrario

Se da cuando el empleador decide resolver 
unilateralmente la relación laboral sin causa 
justificada. En estos casos, el trabajador tiene 
derecho a una indemnización equivalente a una 
remuneración y media ordinaria mensual por cada 
mes dejado de laborar hasta el vencimiento del 
contrato (con 12 meses de límite).

Es importante anotar que el despido arbitrario 
ha sido limitado a través de diversos criterios 
jurisprudenciales, no resultando una alternativa 
válida en tanto no sea aceptada por el trabajador. 
En caso de rechazar el pago del despido arbitrario, 
el trabajador tiene derecho a iniciar una acción 
judicial de reposición en su puesto de trabajo. 

Retiro de confianza y extinción  
de la relación laboral

Para el caso de personal de dirección y confianza 
, es posible que el empleador pueda extinguir 
unilateralmente la relación laboral –sin necesidad 
de preaviso– a través de una comunicación 
mediante la cual comunica al trabajador el cese 
por retiro de confianza. 

Beneficios legales

Salario mínimo

Aplicable para aquellos trabajadores que presten 
servicios por un mínimo de 4 horas diarias. La 
Remuneración Mínima Vital (RMV) define el 
salario mínimo mensual de los trabajadores y 
actualmente es equivalente a S/ 1.025.00 o (USD 
285).

Vacaciones

Los trabajadores que cumplen con 1 año de 
servicios tienen derecho a gozar un descanso 
de 30 días, los mismos que deberán ser gozados 
dentro del año siguiente a aquel en que generan 

17 �Definiciones del Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral: (i) Trabajador de dirección: 
aquel que ejerce la representación general del empleador frente a otros trabajadores o a terceros, o que lo sustituye, 
o que comparte con aquellas funciones de administración y control o de cuya actividad y grado de responsabilidad 
depende el resultado de la actividad empresarial y (ii) trabajador de confianza: aquel que labora en contacto personal 
y directo con el empleador o con el personal de dirección, teniendo acceso a secretos industriales, comerciales o 
profesionales y, en general, a información de carácter reservado.  Asimismo, aquel cuyos opiniones o informes son 
presentados directamente al personal de dirección, contribuyendo a la formación de las decisiones empresariales.
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el beneficio. El trabajador y el empleador podrán 
determinar la oportunidad de goce del descanso 
físico, a falta de acuerdo podrá decidir el empleador. 

Compensación por tiempo de 
servicio (CTS)

Los empleadores tienen la obligación de efectuar 
dos depósitos semestrales al año, en los meses de 
mayo y noviembre, equivalentes a tantos dozavos 
de la remuneración computable mensual como 
meses haya laborado en el semestre respectivo 
(los semestres van de noviembre a abril y de mayo 
a octubre). En términos prácticos, el costo laboral 
anual que representa la CTS es de 1.16 salarios 
mensuales. Este beneficio se deposita en la cuenta 
bancaria de titularidad del trabajador y se acumula 
desde el primer mes de contratación. La CTS tiene 
como finalidad cubrir las necesidades económicas 
del trabajador, generadas en el momento de 
la ausencia del empleo (en el Perú no existe la 
prestación social de desempleo). El trabajador 
podrá disponer de la CTS al momento en el que 
haya finalizado su relación laboral.

Gratificaciones legales

Los trabajadores sujetos al régimen laboral de la 
actividad privada, sea cual fuere la modalidad de 
contratación y tiempo de prestación de servicios, 
tienen derecho a percibir dos gratificaciones en el 
año, una con motivo de Fiestas Patrias (en el mes 
de julio) y la otra con ocasión de la Navidad (en el 
mes de diciembre).

La gratificación legal es equivalente al valor de una 
remuneración ordinaria mensual percibida por el 
trabajador en la oportunidad en que corresponde 
pagar este beneficio.

Asignación familiar

De acuerdo con la Ley No. 25129, los trabajadores 
de la actividad privada cuyas remuneraciones no 
se regulan por negociación colectiva privada, que 
tengan a su cargo uno o más hijos menores de 18 
años, percibirán el equivalente al 10% del ingreso 
mínimo legal por el concepto de Asignación 
Familiar.

Régimen de utilidades

Las empresas con más de 20 trabajadores 
realizando actividades que generen ingresos 
de tercera categoría (ingresos de comercio, 
industria y otras actividades establecidas por la 
ley) están obligadas a distribuir un porcentaje 
de sus beneficios anuales (utilidades), antes de 
impuestos, entre sus trabajadores. El porcentaje 
por distribuir varía según el propósito de negocio 
del empresario (entre 5% y 10%). El monto a 
distribuir se pagará entre los trabajadores en 
función a las remuneraciones percibidas y a los 
días trabajados.

Seguridad social en salud  
y sistema de pensiones

Seguro social en salud
La cobertura básica de salud se encuentra 
administrada por EsSalud, quien proporciona 
atención médica a los beneficiarios a través del 
sistema de atención pública. Así, la contribución 
de EsSalud está enteramente asumida por el 
empleador quien efectúa un aporte del 9% sobre el 
salario del trabajador (sin límite).

Fondo de pensiones

En el Perú coexisten dos sistemas de pensiones 
(a los que el trabajador puede elegir afiliarse): el 
Sistema Nacional de Pensiones (SNP) y el Sistema 
Privado de Pensiones (SPP). El SNP es el sistema 
público, compuesto por un fondo de reparto común 
y se encuentra administrado por la Oficina de 
Normalización Previsional (ONP). El SPP es el sistema 
privado, compuesto por cuentas individuales de 
capitalización que perciben rentabilidad. Los aportes 
al SNP y el SPP son 13% y 10%, respectivamente18. Los 
pagos para este fondo de pensiones son totalmente 
asumidos por el trabajador, a través de un descuento 
mensual que se refleja en la planilla de pagos. 

Trabajadores extranjeros
En términos generales, los empleadores pueden 
contratar personal extranjero cumpliendo las 
siguientes limitaciones: 

18 �Al aporte al SPP se le deberá agregar dos conceptos: el 0.23% equivalente al cobro por la administración e inversión de 
tu fondo y el 1.74% por el seguro de invalidez, sobrevivencia y gastos de sepelio. 
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• �El número de trabajadores extranjeros no 
puede exceder el 20% del número total de 
trabajadores.

• �Los trabajadores extranjeros no deben 
recibir una cantidad mayor al 30% del monto 
total de las remuneraciones pagadas a los 
trabajadores.

Sin perjuicio de las limitaciones generales 
antes detalladas, algunos extranjeros (España, 
Argentina, Colombia, Chile, Paraguay, Uruguay, 
Brasil, Ecuador y Bolivia) cuentan con ciertos 
beneficios migratorios y contractuales que 
les permiten exceptuarse de las limitaciones 
antes mencionadas (Convenio Mercosur, CAN, 
etc.). En dichos casos, previa presentación 
de documentos que acrediten tal condición, 
no se les aplicarán los límites antes previstos, 
pudiendo, en ciertos casos conforme acuerdos 
bilaterales suscritos con el Perú, aplicar el 
régimen de contratación del personal nacional 
peruano. 

Los extranjeros no residentes no podrán iniciar la 
prestación de servicios sin contar con la calidad 
migratoria habilitante (e.g. visa de trabajo, visa 
de trabajador designado) y deberán suscribir un 
contrato de trabajo con el empleador.

Sistemas de contratación 
indirecta en Perú

En el Perú existen dos sistemas de contratación 
indirecta de personal: la tercerización de 
servicios y la intermediación laboral.

Tercerización de servicios 
(outsourcing):

Implica un proceso de descentralización 
productiva a través del cual una empresa 
principal encarga a una tercera empresa la 
ejecución de un servicio específico relacionado a 
la actividad principal de aquella.

Intermediación laboral

Involucra el destaque de personal por parte 
de empresas especializadas a una empresa 
usuaria con el propósito de atender necesidades 

temporales, suplementarias o especializadas. Los 
empleados asignados a la empresa usuaria no 
pueden desempeñar labores que constituyan 
una parte fundamental y continua de la 
actividad principal de dicha empresa.

Seguridad y Salud en el Trabajo (SST)

Los empleadores deben de garantizar la 
protección de la vida, la salud y el bienestar 
de los trabajadores, así como de aquellos que 
prestan servicios o se encuentran en el ámbito 
del centro de trabajo. 

Normativa

Para cumplir con este propósito, la Ley de 
Seguridad y Salud en el Trabajo y su Reglamento 
regulan la obligación de que todo empleador 
establezca un eficaz Sistema de Gestión de 
Seguridad y Salud en el Trabajo en su centro 
de trabajo. La implementación de este sistema 
requiere la existencia de documentos que 
evidencien el correcto funcionamiento de la 
gestión de la SST y la ejecución de acciones 
destinadas a prevenir y evaluar situaciones de 
riesgo en el lugar de trabajo.

Teletrabajo
De acuerdo con la Ley No. 31572, el teletrabajo 
es una modalidad especial de prestación de 
labores, de condición regular o habitual. Se 
caracteriza por el desempeño subordinado de 
aquellas sin presencia f ísica del trabajador o 
servidor civil en el centro de trabajo, con la que 
mantiene vínculo laboral. Se realiza a través de 
la utilización de las plataformas y tecnologías 
digitales.

Modalidades del teletrabajo

• �Teletrabajo total. Se acuerda la prestación 
de labores no presenciales, excepto por 
eventuales actividades o coordinaciones 
presenciales en la oportunidad en que el/
la teletrabajador/a lo estime necesario o en 
que lo requiera el/la empleador/a público y/o 
privado.

• �Teletrabajo parcial. Se acuerda la prestación 
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de actividades presenciales y actividades no 
presenciales. La distribución de la jornada 
debe estar especificada en el contrato 
de trabajo o en el acuerdo de cambio de 
modalidad de prestación de labores.

Obligaciones del teletrabajador

• �Hacer reporte de labores realizadas dentro 
de su jornada laboral al empleador.

• �Cumplir con la normativa de seguridad 
y confianza digital, protección y 
confidencialidad de los datos, así como con 
guardar confidencialidad de la información 
proporcionada por el empleador.

• �Cuidar los bienes muebles y otros 
proporcionados por el empleador.

Relaciones colectivas de trabajo

Derecho de sindicación

Los trabajadores pueden constituir las 
organizaciones sindicales que estimen 
convenientes, tener una libre afiliación y 
desarrollo de actividad sindical para defender y 
promover sus intereses económicos y sociales.

Derecho a la huelga

Si se cumplen los requisitos establecidos por 
ley, los trabajadores afectados se abstendrán de 
cumplir con sus labores. La huelga debe llevarse 
a cabo de manera pacífica.

Una huelga es ilegal si: 

• �Fue declarada improcedente y aun así fue 
materializada.

• �Produce violencia sobre bienes o personas.
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Propiedad pública y privada 

La normativa peruana protege el derecho 
de propiedad a nivel constitucional y legal, 
garantizando su libre ejercicio. 

En términos generales, la legislación peruana no 
establece restricciones a la propiedad privada 
por parte de extranjeros en el país. Existe una 
restricción a la propiedad de extranjeros dentro 
de los 50 km de las fronteras nacionales. Esta 
restricción puede ser inaplicada por necesidad 
pública vía Decreto Supremo.

Con relación a la adquisición y transferencia 
de propiedad privada, estas se rigen por las 
normas del Código Civil peruano. Dentro de las 
figuras legales que se encuentran reguladas 
en este cuerpo normativo, están los derechos 
reales de propiedad, servidumbre, superficie, 
posesión, usufructo, entre otros. Conforme 
a la normativa del Código Civil peruano, los 
particulares cuentan con amplias alternativas 
contractuales, incluso permitiéndose la posibilidad 
de nuevas modalidades contractuales que no se 
encuentren en la legislación vigente, los cuales son 
denominados “contratos atípicos”.  No obstante, no 
se permite la creación de derechos reales atípicos 
mediante contrato.

En cuanto a las formalidades, salvo los casos de 
donación y de hipoteca, entre otros, que requieren 
la investidura de determinadas formalidades 
establecidas en el Código Civil, los contratos 

Inmobiliario
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sobre inmuebles no están sometidos a ninguna 
formalidad obligatoria. No obstante, por la 
necesidad de poder oponer los derechos sobre 
bienes ante terceros, es recomendable elevarlos 
a Escritura Pública e inscribirlos en los Registros 
Públicos. 

Si bien en el Perú, la propiedad se encuentra 
legalmente protegida, la Constitución prevé la 
posibilidad excepcional de expropiar la propiedad 
en los casos de seguridad nacional o necesidad 
pública declarada por ley del Congreso de 
la República, previo pago en efectivo de una 
indemnización por el valor del bien y el lucro 
cesante. 

Los bienes de propiedad pública en el Perú 
pueden ser de propiedad privada del Estado o de 
dominio público. En estos casos, existe regulación 
especializada que establece las formalidades para 
el aprovechamiento de estos tipos de propiedad 
pública por parte de cualquier particular. 

Predios rurales y urbanos 

De acuerdo con la legislación peruana, los predios 
pueden ser urbanos o rurales. Esta distinción es 
aplicable para inmuebles de propiedad privada y 
para bienes estatales. 

Los predios urbanos son aquellos ubicados en 
el interior de las ciudades y albergan diversas 
actividades como comercio, industria, residencia, 
servicios públicos y otras propias de zonas 
urbanas. Cuando se tiene la intención de asignar 
un propósito específico a un terreno urbano 
que se planea adquirir, es de gran importancia 
gestionar previamente ante la autoridad local 
correspondiente una certificación, ya sea de 
“Parámetros Urbanísticos y Edificatorios” o de 
“Zonificación y Vías”.

En contraste, los terrenos rurales se encuentran 
fuera de los centros poblados y están destinados 
a actividades agrícolas, pecuarias y, en general, de 
índole campestre. En la mayoría de los casos, existe 
la posibilidad de cambiar el uso del suelo de rural a 
urbano, mediante un proceso que debe llevarse a 
cabo ante la autoridad local competente.

Copropiedad 

La normativa peruana permite que exista 
copropiedad, es decir cuando dos o más personas 

comparten la propiedad en base a cuotas ideales 
sobre un mismo bien. La cuota ideal o también 
conocida como alícuota corresponde a cada 
propietario como porcentaje con relación al total 
del bien y cuyos propietarios pueden ejercer 
varios de los atributos de la propiedad respecto 
de su cuota ideal. La normativa peruana establece 
que se presume la igualdad de cuotas entre los 
copropietarios, no obstante, cabe la posibilidad de 
prueba en contrario. 

Cada copropietario puede disponer de su cuota 
ideal y de los frutos que su cuota ideal le otorgue, 
así como gravarla.

Entidad competente: SUNARP 

La Superintendencia Nacional de los Registros 
Públicos (SUNARP) es la entidad encargada de 
administrar el sistema de registro de propiedades. 
Salvo alguna excepción, toda la información 
publicitada y contenida en los registros públicos se 
presume conocida por todos sin admitirse prueba 
en contrario.
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Las normas de defensa de la competencia 
buscan garantizar que los distintos mercados 
se desarrollen de manera competitiva, libres 
de restricciones, barreras y otras conductas 
que pueden afectar indebidamente su 
desenvolvimiento. El Instituto Nacional de Defensa 
de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (Indecopi) es la autoridad 
encargada de  velar por el cumplimiento de estas 
normas.

En la última década, la Defensa de la Competencia 
ha cobrado especial relevancia en Perú, debido 
a que la autoridad ha intensificado sus acciones 
de supervisión y análisis en diversos mercados; 
a la adopción de un sistema de control de 
concentraciones para todos los mercados; la 
emisión de diversas normas y lineamientos que 
buscan alinear los mecanismos existentes a las 
mejores prácticas internacionales y las diversas 
iniciativas del sector privado para promover 
una cultura de cumplimiento de las normas de 
competencia.

Control de conductas 
anticompetitivas 

Las conductas anticompetitivas comprenden un 
conjunto de infracciones que pueden restringir 
la competencia entre empresas, en perjuicio 
de los consumidores. El control (comúnmente 
denominado ex post) comprende conductas 
unilaterales (abuso de posición de dominio) y 
conductas coordinadas (prácticas colusorias). 

La base legal del control de conductas se 
encuentra en la Ley de Represión de Conductas 
Anticompetitivas2. 

• �Abuso de la posición de dominio. Se presenta 
cuando: (i) una empresa con posición de 
dominio; (ii) utiliza esta posición mediante 
conductas que restringen la competencia; (iii) 

Competencia

2  Aprobada por el Decreto Legislativo No. 1034 
(2008). Actualmente, la versión actualizada de la ley 
se encuentra recogida en el Texto Único Ordenado 
aprobado por Decreto Supremo No. 030-2019-PCM.
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obteniendo beneficios; (iv) afectando a sus 
competidores; y (v) no sustenta su conducta 
en una mayor eficiencia económica. Formas 
típicas de abuso de posición de dominio 
incluyen:

a. Negativas injustificadas de trato;

b. Discriminación injustificada en la oferta;

c. Ventas atadas y cláusulas de atadura;

d. Exclusividades injustificadas;

e. Actos de boicot.

Este tipo de conductas se sujetan a una 
“prohibición relativa”: se puede justificar 
la conducta si se demuestra que esta 
introduce mayor eficiencia o bienestar para 
el mercado y los consumidores.

• �Prácticas colusorias verticales. Se trata de 
acuerdos entre empresas que operan en 
distintos niveles de la cadena de producción, 
es decir, entre uno o más proveedores y uno 
o más distribuidores; o un mayorista y sus 
respectivos minoristas, por ejemplo. Si bien 
la autoridad ha señalado que los acuerdos 
verticales son generalmente positivos para 
el mercado, estos pueden generar efectos 
negativos cuando (i) alguna de las empresas 
tiene posición de dominio; (ii) el acuerdo 
perjudica a la competencia en alguno de los 
niveles de la cadena; y (iii) esta restricción no 
genera mayores eficiencias en el mercado. 
Formas típicas de prácticas colusorias 
verticales incluyen:

a. �Negativas concertadas de trato con 
competidores;

b. Acuerdos de exclusividad injustificados;

c. Fijación de precios de reventa.

Este tipo de conductas también se sujetan a 
una “prohibición relativa”, por lo que puede 
justificarse si introduce eficiencias al mercado.

• �Prácticas colusorias horizontales. Se trata de 
acuerdos o coordinaciones entre empresas 
competidoras que tienen por objeto o efecto 
restringir la competencia entre sí, o afectar a 
terceros competidores. También se consideran 
como prácticas colusorias horizontales a las 

decisiones o recomendaciones por parte 
de asociaciones gremiales que tienen este 
mismo objeto o efecto.  

• �Cárteles. Dentro de las prácticas colusorias 
horizontales, existe un grupo de acuerdos que 
se consideran siempre anticompetitivos, pues 
en ningún caso generarán beneficios a los 
consumidores. Estos acuerdos, comúnmente 
denominados “cárteles” o “hard core cartels”, 
tienen como objetivo principal o esencial:

a. Coordinar precios y otras condiciones de 
la oferta;

b. Restringir los volúmenes de producción;

c. Repartir mercados por zonas, clientes o 
proveedores;

d. Coordinar posturas o abstenciones en 
procesos de selección.

Este tipo de acuerdos se sujeta a 
una “prohibición absoluta”: no caben 
justificaciones para su realización.

• �Mecanismos de colaboración. Precisamente 
por la gravedad que revisten los cárteles, 
además de la imposición de multas 
significativas, la ley ha previsto mecanismos 
de colaboración para incrementar su 
detección. Estos mecanismos son:

a. �El Programa de Clemencia, por el 
cual toda empresa o persona que 
haya participado de un cártel, puede 
reportarlo a la autoridad y colaborar con 
ella en la investigación, a cambio de una 
exoneración o descuento en las multas y 
otros beneficios. 

Estos beneficios dependen del orden 
de llegada de los colaboradores. Así, solo 
el primero en postular exitosamente al 
programa obtendrá la exoneración total 
de la multa, de la imposición de medidas 
de restitución y de la responsabilidad 
penal que pueda derivarse de la 
infracción. Otros postulantes únicamente 
recibirán descuentos en las multas, 
progresivamente menores.

b. �El Programa de Recompensas, que 
incentiva la colaboración de toda 
persona que, sin haber participado de 
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la infracción, conoce de la existencia de 
un cártel y puede aportar información 
relevante para su investigación y sanción.

• �Programas de cumplimiento (compliance).  
Son instrumentos que buscan minimizar 
riesgos de incumplimiento de las normas de 
libre competencia. El Indecopi ha emitido 
lineamientos generales para promover la 
adopción de programas de cumplimiento. 
No obstante, la adopción de un programa 
eficaz requiere un modelo de gestión 
integral de riesgos que estudie los procesos y 
necesidades concretas de la empresa.

Control de concentraciones 

A diferencia del control de conductas, el 
control de concentraciones tiene carácter 
preventivo: no busca sancionar restricciones a la 
competencia, sino evitar que se produzcan. Es 
control (comúnmente denominado “ex ante”) 
comprende un grupo de transacciones (fusiones, 
adquisiciones de acciones o activos, acuerdos 
asociativos) que, al superar determinados 
umbrales, podrían estar en capacidad de afectar 
las condiciones de competencia en los mercados 
(e.g. incrementar los precios o desincentivar la 
innovación) y, por lo tanto, exigen la autorización 
previa del Indecopi.

La base legal del control de concentraciones 
se encuentra en la Ley del Control Previo de 
Operaciones de Concentración Empresarial y 
su Reglamento3, vigentes desde junio de 2021. 
Anteriormente, solo existía un sistema de evaluación 
previa de concentraciones en el sector eléctrico.

• �Notificación previa. Están sujetos a la 
obligación de notificación para autorización 
previa del Indecopi transacciones que (i) 

involucren una operación de concentración; 
(ii) tengan un nexo geográfico con el Perú; y 
(iii) superen los umbrales establecidos en la 
norma.

• �Operaciones de concentración. Implican 
transferencias o cambios de control sobre 
una empresa o unidad económica, de 
manera que pasa a ser controlada exclusiva o 
conjuntamente por otro agente del cual era 
previamente independiente. Las formas en 
que se producen cambios de control incluyen:

a. Fusiones entre dos o más empresas.

b. �Adquisición de acciones u otros derechos 
que permitan ejercer control sobre otra 
empresa.

c. �Constitución de empresas en común, joint 
venture y otras formas de adquisición de 
control conjunto.

d. �La adquisición de activos productivos de 
otra empresa.

• �Nexo geográfico. Para ser evaluada, la 
operación de concentración debe producir 
efectos en el territorio peruano.

• �Umbrales. Únicamente se notificarán aquellas 
operaciones si sus intervinientes o sus grupos 
económicos han alcanzado determinados 
umbrales, por ingresos o activos. De esta manera, 
se evita la saturación del sistema mediante la 
notificación de operaciones de menor cuantía.

Para cumplir este requisito, deben alcanzarse 
simultáneamente los siguientes umbrales:

a. �Umbral conjunto: la suma total del 
valor de ventas o ingresos brutos o valor 

3  Aprobados, respectivamente, por la Ley No. 31112 y el Decreto Supremo No. 039-2021-PCM. Además, el Indecopi ha 
aprobado los Lineamientos para el Cálculo de Umbrales de Notificación, y los Lineamientos para la calificación y análisis 
de las operaciones de concentración empresarial.
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contable de activos ubicados en el Perú 
de las empresas involucradas en la 
operación, al año anterior a la notificación 
de la operación, alcanzó los 118 Mil 
Unidades Impositivas Tributarias - UIT 
(equivalentes a S/ 584.1 millones o USD 
155.6 millones aprox.).

b. �Umbral individual: el valor de las ventas 
o ingresos brutos o valor contable de 
activos ubicados en el Perú de al menos 
dos de las empresas involucradas en la 
operación, al año anterior a la notificación 
de la operación, alcanzó cada una 18 Mil 
UIT (equivalentes a S/ 89.1 millones o USD 
23.7 millones aprox.).

• �Fases del procedimiento. La operación 
que cumpla con las condiciones indicadas, 
deberá ser notificada antes de que produzca 
sus efectos. Los hitos principales del 
procedimiento son los siguientes:

a. �Consulta previa: es opcional y permite a 
las partes anticipar la información que 
puede necesitar la autoridad, así como las 
posibles preocupaciones que encuentre 
en la operación.

b. �Notificación y admisión: una vez 
presentada formalmente la solicitud, la 
autoridad evaluará el cumplimiento de 
los requisitos normativos. De considerarla 
completa, admitirá a trámite la solicitud. 
(≈ 25 días hábiles).

c. �Evaluación en Primera Fase: de considerar 
que la operación no genera serias 
preocupaciones de efectos restrictivos de 
la competencia, la autoridad la aprobará. 
De lo contrario, abrirá una segunda fase 
de evaluación. (≈ 30 días hábiles).

d. �Evaluación en Segunda Fase: en esta 
fase, la autoridad analiza a profundidad 
la operación y únicamente la denegará o 
impondrá condiciones si considera que 
produce una restricción significativa a la 
competencia. (≈ 90 -120 días hábiles).

e. �Apelación administrativa: la decisión de la 
primera instancia administrativa (Comisión) 
que deniegue la operación o imponga 
condiciones, puede ser contestada ante la 
segunda instancia administrativa (Tribunal) 
del Indecopi. (≈ 90 días hábiles).

• �Resultado de la evaluación. Producto de su 
evaluación, la autoridad puede decidir por 
alguna de las siguientes alternativas:

a. Autorizar la operación, sin condiciones.

b. �Autorizar la operación, sujeta al 
cumplimiento de determinadas 
condiciones.

c. No autorizar la operación.

• �Gun jumping. Concretar una operación 
de concentración que cumpla con las 
condiciones normativas sin someterla al 
procedimiento de evaluación previa o sin 
obtener la autorización previa del Indecopi, 
constituye una infracción y puede tener las 
siguientes consecuencias:

a. �La nulidad de los actos derivados de la 
ejecución de la operación.

b. �La imposición de una multa por 
infracción grave hasta por 1000 UIT 
(equivalente a S/ 5.1 millones) o el 10% de 
las ventas o ingresos brutos del infractor.

c.�La aplicación de medidas correctivas 
de disolución de la fusión o la venta de 
derechos, acciones o activos.

Leal competencia 

En Perú4  se protege la leal competencia entre 
competidores de manera que no se afecte o 
impida de manera real o potencial el adecuado 
funcionamiento del proceso competitivo, ya sea 
por acciones realizadas en el territorio o fuera de 
este mientras tenga efectos en el país.

Se sancionan las siguientes acciones que pueden 
ser cometidas a través de una conducta en el 
mercado o la publicidad:

• �Actos de engaño. Consiste en inducir a 
error a otros agentes del mercado sobre las 
características de tu oferta y/o no contar con 
los sustentos adecuados de manera previa a la 
emisión de la publicidad.

4   A través del Decreto Legislativo No. 1044, Ley de 
Represión de la Competencia Desleal.
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• �Actos de confusión y actos de explotación 
de la reputación ajena. Consiste en presentar 
tu oferta de manera que se induzca a error a 
sobre su origen empresarial; o, se aproveche la 
imagen, crédito o prestigio de otro competidor.

• �Actos de denigración. Consiste en realizar 
afirmaciones negativas de otro competidor 
que no sean objetivas, verdaderas, exactas, 
actuales o que no cumplan con ser pertinentes 
en la forma (sátira, burla o sarcasmo 
injustificado) o el fondo (hacer referencias a 
nacionalidad, creencias, intimidad, etc.).

• �Actos de comparación o equiparación 
indebida: Consiste en la presentación de la 
oferta frente a la de un tercero competidor 
con la finalidad de mostrar las ventajas de tu 
producto y/o servicio, o equiparar los atributos 
de la oferta de un tercero a la propia; cuando 
ello no corresponda a la realidad.

• �Actos de violación de secretos empresariales. 
Consiste en la divulgación o explotación sin 
autorización de los secretos empresariales de 
terceros a los que se haya tenido acceso; y/o, 
adquirir secretos empresariales por medio del 
espionaje o la inducción al incumplimiento de 
deber de reserva.

• �Actos de violación de normas. Consiste en la 
participación y actuación en el mercado sin 
contar con los permisos correspondientes y/o 
infringiendo las normas.

• �Actos de sabotaje empresarial. Consiste en 
perjudicar de manera injustificada, real o 
potencialmente, la actividad comercial de 
un competidor a través de la interferencia en 
las relaciones contractuales que mantiene 
con terceros; o, a través de la inducción al 
incumplimiento de prestaciones esenciales o 
intromisiones en sus procesos o actividades.

Asimismo, la normativa establece los siguientes 
principios a seguir en materia publicitaria:

• �Principio de autenticidad. Consiste en no 
trasladar al mercado publicidad encubierta 
en otro tipo de actividad (noticias, opiniones 
periodísticas o material recreativo) de manera 
que no se advierta su naturaleza publicitaria.

• �Principio de legalidad. Consiste en cumplir 
con las obligaciones normativas que se exijan 
a la publicidad, tales como: advertencias sobre 

riesgos, trasladar el precio total incluidos 
los tributos y cargos, entre otros que sean 
indicados por la normativa sectorial (por 
ejemplo, advertencias publicitarias en el 
tabaco, alcohol, etc.).

• �Principio de adecuación social. Consiste en 
inducir a los destinatarios a cometer un acto 
ilegal o acto de discriminación; o promocionar 
servicios de contenido erótico sin cumplir 
con las restricciones horarias y de medios 
establecidas.

Eliminación  
de barreras burocráticas 

El Perú cuenta con un sistema legal de 
eliminación de barreras burocráticas ilegales y/o 
carentes de razonabilidad al que se puede acudir 
cuando se generen impedimentos de acceso 
o permanencia en el mercado o se afecte la 
tramitación de procedimientos administrativos 
(por ejemplo, licencias o autorizaciones). 

Este sistema tiene las siguientes características:

• �Se consideran barreras burocráticas 
denunciables las exigencias, requisitos, 
limitaciones, prohibiciones o cobros que 
condicionen, restrinjan u obstaculicen el acceso 
o permanencia en el mercado o afecten la 
tramitación de procedimientos administrativos.

• �Se pueden denunciar las medidas impuestas 
en normas de rango infralegal (reglamentos 
de leyes, directivas, etc.), actuaciones 
administrativas o actuaciones materiales que 
sean impuestas por entidades públicas.

• �Las medidas denunciadas que sean 
declaradas barreras burocráticas ilegales 
y/o carentes de razonabilidad pueden ser 
inaplicadas con efectos particulares para el 
denunciante o con efectos generales para 
todos los agentes del mercado.

• �El plazo de tramitación en primera instancia 
corresponde a 120 días hábiles (6 meses 
aproximadamente), el cual se replica en 
segunda instancia. 

• �Se puede solicitar una medida cautelar la cual 
deberá ser atendida en el plazo de 30 días 
hábiles.
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Protección al consumidor

En las relaciones con los clientes que califican 
como consumidores, la normativa peruana exige 
el cumplimiento de las siguientes obligaciones 
principales por parte de los proveedores:

• �Deber de información. El proveedor tiene la 
obligación de brindar la información relevante 
al consumidor para que este pueda adoptar 
una decisión o realizar una elección adecuada 
de consumo. Se considera como información 
relevante a toda aquella información sin la 
cual el consumidor no hubiera adoptado 
la decisión de contratar con el proveedor o 
se hubiera efectuado esta contratación en 
términos sustancialmente distintos.

La información trasladada a los consumidores 
debe cumplir con las siguientes 
características:

a. �Veracidad: la información debe ser 
verdadera según los alcances de los 
productos y/o servicios ofrecidos a los 
consumidores. 

b. �Suficiente, apropiada y de fácil 
comprensión: la información debe 
contener los atributos principales del 
producto y/o servicio ofrecido en el 
mercado que permitan al consumidor 
adoptar una decisión de consumo 
informada, evitando suministrar 
información excesiva o compleja 
que pueda generar confusión en el 
consumidor. 

c. �Oportuna y fácilmente accesible: la 
información debe ser trasladada de 
manera previa a la contratación, a través 
de medios adecuados que permitan 
acceder a la información fácilmente. 

• �Deber de idoneidad: es entendido como la 
correspondencia entre lo que un consumidor 
espera y lo que efectivamente recibe por parte 
del proveedor, ello en función a lo que se le 
hubiera ofrecido, la publicidad e información 
transmitida, las condiciones de la transacción, 
las características y naturaleza del producto 
o servicio, el precio, entre otros factores, 
atendiendo a las circunstancias del caso.

La idoneidad de un producto y/o servicio se 
verifica según los estándares establecidos 

en las normas (garantías legales), las 
características establecidas en los contratos, 
la publicidad u otros medios indicados 
por el proveedor (garantías explícitas) y los 
estándares del mercado de manera que los 
productos y/o servicios cumplan con los fines 
y usos previsibles para los fines que han sido 
adquiridos (garantías implícitas).

• �Deber de atender los reclamos y/o quejas que 
remitan los consumidores: Los proveedores 
deben cumplir con las siguientes obligaciones 
en materia de atención de reclamos y/o 
quejas de los consumidores establecidas en la 
normativa peruana5:

a. �Contar con un Libro de Reclamaciones 
físico y/o virtual que cumpla con los 
formatos aprobados.

b. �Contar con un Aviso de Libro de 
Reclamaciones físico y/o virtual que 
cumpla con los formatos aprobados.

c. �Atender los reclamos y/o quejas en el 
plazo de 15 días hábiles.

• �Otras obligaciones relevantes: 

a. �Obligación de no incorporar cláusulas que 
tengan carácter abusivo.

b. �Obligación de no aplicar métodos 
comerciales coercitivos.

c. �Obligación de no aplicar métodos 
comerciales agresivos o engañosos.

Registro de marcas 

El registro de marcas y lemas comerciales signos 
distintivos se encuentra a cargo de Indecopi.

El plazo de protección de estos signos distintivos 
es de 10 años y el plazo máximo para la 
tramitación de un procedimiento de marcas es de 
180 días hábiles. Sin embargo, suele tramitarse en 
un plazo promedio de 3 meses.

5   Ley No. 29571, Código de Protección y Defensa del 
Consumidor y el Decreto Supremo No. 011-2011-PCM, 
Reglamento del Libro de Reclamaciones del Código de 
Consumo.
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Intermediación financiera directa  
y actividades reguladas 

En el Perú, las transacciones relacionadas 
con valores mobiliarios están reguladas 
principalmente por la Ley del Mercado de 
Valores (LMV), el Texto Único Ordenado de la 
Ley del Mercado de Valores6. Esta normativa 
se aplica a los títulos valores que cumplen 
con la condición de ser considerados valores 
mobiliarios, es decir, aquellos que son emitidos 
de forma masiva, que pueden ser negociados 
libremente y que confieren a sus poseedores 
derechos de crédito, participación u otros 
derechos de naturaleza patrimonial. Estos 
valores mobiliarios pueden ser ofrecidos tanto 
de manera pública como privada.

Todos los valores mobiliarios que sean ofrecidos 
de manera pública, salvo excepciones según 
lo establecido en la legislación, deben ser 
registrados previamente en el Registro Público 
del Mercado de Valores (RPMV) administrado 
por la Superintendencia de Mercado de Valores 
(SMV), entre ciertos requisitos adicionales. 

La normativa legal en Perú establece que todo 
anuncio, publicidad o aviso relacionado con 
instrumentos financieros que estén bajo la 
supervisión de la Superintendencia de Banca, 
Seguros y Administradoras Privadas de Fondos 
de Pensiones (SBS) o la SMV, que tenga como 
objetivo recaudar fondos del público a cambio 
de un rendimiento o un derecho de naturaleza 
patrimonial, y que se lleve a cabo en el territorio 
peruano mediante medios de comunicación 
de alcance masivo, incluyendo plataformas 
virtuales como las redes sociales o internet, solo 

puede ser realizado por entidades autorizadas o 
supervisadas por la SMV o la SBS.

Intermediación financiera indirecta  
y actividades reguladas 

En el Perú, las transacciones relacionadas con 
captación de dinero y ahorros del público están 
reguladas principalmente por la Ley General del 
Sistema Financiero y del Sistema de Seguros 
y Orgánica de la Superintendencia de Banca y 
Seguros, la cual representa el marco de regulación 
y supervisión a que se someten las empresas del 
sistema financiero y de seguros. 

Para realizar actividades que impliquen 
la captación de ahorros del público en el 
Perú, se requiere de la autorización previa 
de la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones 
(SBS). 

En cuanto a la constitución de empresas del 
sistema financiero, es posible que el inversionista 
extranjero pueda establecer una empresa de 
este rubro, incluyendo el establecimiento de una 
sucursal o designación de un representante. No 
obstante, cabe señalar que los bancos deben 
constituirse bajo la forma societaria de una 
sociedad anónima o como sucursales de bancos 
extranjeros. 

Salvo ciertas excepciones, las instituciones 
financieras tienen la libertad de establecer, sin 

‘Banking’ y mercado de valores

6 Aprobado mediante Decreto Supremo No. 020-2023-EF.
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restricciones, las tasas de interés relacionadas con 
sus operaciones activas y pasivas, así como los 
servicios que ofrecen. 

Además, las tasas de interés, comisiones y gastos 
relacionados con operaciones de crowdfunding; 
financiamientos a través de fondos mutuos, 
patrimonios fideicomitidos y fondos de inversión 
(cuyos valores hayan sido colocados mediante 
oferta pública); y ofertas públicas de valores, 
son establecidas de manera libre. De manera 
similar, las empresas del sector de seguros tienen 
la autonomía de determinar sin restricciones 
las condiciones de las pólizas, las tarifas y otras 
comisiones asociadas. Las tasas de interés, 
comisiones y otras tarifas que apliquen las 
instituciones financieras y las empresas de seguros, 
así como las condiciones de las pólizas de seguros, 
deben ser comunicadas al público, conforme a las 
regulaciones establecidas por la SBS.

Regulador bancario 

La SBS es la entidad creada por la Constitución 
peruana, encargada de autorizar, controlar y 
supervisar las actividades de las empresas que 
forman parte del Sistema Financiero y del Sistema 
de Seguros.  

Regulador del mercado de valores 

El mercado de capitales en Perú está sujeto a la 
regulación y supervisión por parte de la SMV, una 
entidad equiparable a la Securities and Exchange 
Commission (SEC) de los Estados Unidos. Después 
de que los valores son registrados en el Registro 
Público del Mercado de Valores de la SMV, el 
emisor tiene la responsabilidad continua de 
proporcionar a la SMV y a la Bolsa de Valores de 
Lima (BVL) cualquier información relevante, y 
presentar sus resultados comerciales y financieros. 
Todas las compañías enlistadas están obligadas 
a reportar sus estados financieros trimestrales y 
anuales a la SMV y la BVL.

La adquisición de valores mobiliarios y otros 
instrumentos financieros, tanto nacionales como 
extranjeros, por parte de inversores institucionales 
locales, está sujeta a las normativas específicas 
que les apliquen. Estas normativas detallan las 
características necesarias que deben cumplir dichos 
valores o instrumentos para ser considerados aptos 
para la inversión por parte de estos inversores. Por 
ejemplo, en el caso de las inversiones realizadas 

por un fondo mutuo o un fondo de inversión local, 
deben cumplir con las reglas establecidas por la 
SMV. No obstante, las inversiones realizadas por 
compañías de seguros o fondos de pensiones deben 
seguir la normativa aprobada por la SBS. 

Otros órganos  

La BVL en la actualidad es la única entidad bursátil 
en Perú. La BVL dispone de procedimientos para la 
cotización regular de acciones y otros valores, tanto 
nacionales como extranjeros. En el caso de aquellos 
valores catalogados como “valores del exterior” (por 
ejemplo, emitidos en el extranjero por emisores 
locales o extranjeros), la BVL ha implementado 
mecanismos simplificados de cotización (conocidos 
como “fast track”) que se aplican a los valores 
mobiliarios ya listados en ciertos otros mercados.

CAVALI es aquella institución encargada de 
llevar a cabo la compensación y liquidación de 
todas las transacciones realizadas en la BVL, 
habiendo obtenido para estos propósitos una 
licencia previa de la SMV, que le permite operar 
como una institución de compensación y 
liquidación de valores, estando sujeta al control 
y supervisión de esta entidad gubernamental. 
Asimismo, se encarga del registro de la titularidad 
y las afectaciones de valores mobiliarios y otros 
instrumentos financieros. 

CAVALI ha formalizado convenios con otras 
instituciones de compensación y liquidación 
de distintos países, con el fin de facilitar las 
operaciones relacionadas con valores que se 
negocien simultáneamente tanto en la BVL como 
en otros mercados.

Las entidades intermediarias de la BVL, 
conocidas como sociedades agentes de bolsa, 
tienen la responsabilidad de gestionar todas las 
transacciones que se llevan a cabo en la BVL. Estas 
entidades deben obtener una licencia de la SMV 
y están sujetas a su supervisión y control para 
llevar a cabo sus operaciones. En el contexto del 
Mercado Integrado Latinoamericano (MILA), los 
intermediarios locales pueden realizar operaciones 
en otras bolsas a través de las plataformas 
proporcionadas por intermediarios de bolsas 
extranjeras correspondientes.

Además, se han establecido mecanismos que 
permiten a los inversionistas acceder directamente 
al mercado para realizar transacciones bursátiles 
mediante los sistemas de sus intermediarios.
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Inclusión financiera en el país  
y oportunidad de negocios 

Si bien en el Perú no existe una ley que regule 
de manera general la actividad que realizan 
las fintech, ello no ha sido impedimento para 
el desarrollo y crecimiento constante que esta 
actividad ha tendido en el país. 

Identificación digital 

La identificación digital implica la autenticación 
basada en biometría, la cual permite reconocer 
e identificar a las personas sobre la base de sus 
características biológicas y comportamientos. 

En el Perú, el uso de firmas electrónicas se 
encuentra regulado expresamente en la 
Ley de Firmas y Certificados Digitales y su 
Reglamento7, los cuales reconocen tres tipos 
de firmas electrónicas: (i) la firma simple, (ii) la 
firma electrónica avanzada, y (iii) la firma digital. 
De conformidad con la normativa, las firmas 
digitales tienen la misma validez y eficacia jurídica 
que una firma manuscrita, siempre que haya 
sido generada por un prestador de servicios de 

6 Ley No. 27269 y su Reglamento aprobado mediante 
Decreto Supremo No. 052-2008-PCM. 

‘Fintech’
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certificación digital debidamente acreditado que 
se encuentre dentro de la Infraestructura Oficial 
de Firma Electrónica (IOFE). Por su parte, según 
la normativa, las firmas electrónicas simples o 
avanzadas no brindan la misma protección jurídica 
que las formas digitales; se admite el uso de este 
tipo de firmas como manifestación de voluntad 
válida, siempre que no se infrinjan disposiciones 
legales o contractuales en su uso. 

Controles cambiarios 

La Constitución garantiza la libre tenencia de 
divisas y disposición de moneda extranjera. En 
todos los casos en que corresponda convertir 
la monedas, los inversionistas tendrán derecho 
a utilizar el tipo de cambio más favorable al 
momento de efectuar la operación cambiaria.

Sistema de pagos 

Actualmente, en el Perú, varias operaciones 
de pagos por internet aún no se encuentran 
reguladas propiamente, de manera tal, que a las 
operaciones de pago en línea se les aplica los 
términos y condiciones que hayan  acordados las 
partes correspondientes. 

‘Fintech’ en cifras en el país 

De conformidad con el Reporte de Indicadores 
de Inclusión Financiera de la SBS se ha registrado 
un aumento significativo en el uso de canales 
virtuales desde diciembre de 2019 a junio de 
2022. Las operaciones a través de la banca virtual 
se han casi triplicado durante dicho periodo, 
pasando de 12 millones de dólares a 42 millones 
de dólares aproximadamente, de diciembre de 
2019 a junio de 2022, respectivamente. 

Regulación de ‘fintech’  
y autoridades competentes

Por lo general, las actividades que realizan las 
fintech no están sujetas a regulación, con lo 
cual no existen impedimentos para que una 
Fintech pueda ingresar al mercado peruano. 
No obstante, cabe señalar que la regulación 
existente resulta aplicable para aquellas 
empresas del sector que realicen actividades 
reservadas exclusivamente para entidades 
autorizadas por la SMV o la SBS, de conformidad 
con la normativa aplicable. 

Cabe señalar, además, que hay ciertas 
actividades que, si bien no están reguladas, 
sí requieren que la empresa se inscriba en 
el registro a cargo de la SBS a fin de realizar 
actividades como financiamientos sin 
intermediación financiera o cambio de divisas, 
con el objeto de cumplir con la normativa 
relacionada a la prevención del lavado de activos 
y del financiamiento del terrorismo. 

En aquellos casos en los que las empresas 
realicen tratamiento de datos personales o 
flujo transfronterizo de datos personales, es 
necesario el cumplimiento y observación de las 
disposiciones contenidas en la Ley de Protección 
de Datos Personales, así como sus Reglamentos 
y normas complementarias. 



34 Doing business en Perú

Marco legal

Regulación constitucional
La Constitución Política del Perú, en su artículo 2 
numeral 6, señala que toda persona tiene derecho 
a que los servicios informáticos, computarizados 
o no, públicos o privados, no suministren 
informaciones que afecten la intimidad personal y 
familiar.

Normativa principal

El marco legal aplicable, se encuentra regulado 
por la Ley de Protección de Datos Personales 
(LPDP): Dispone el conjunto de derechos y 

obligaciones que regulan la protección de los 
datos personales y su Reglamento, aprobado 
mediante el Decreto Supremo No. 003-2013-JUS 
(RLPDP).

Definiciones relevantes  
de acuerdo a la normativa

• �Datos personales. Información numérica, 
alfabética, gráfica, fotográfica, acústica o 
de cualquier otro tipo concerniente a las 
personas naturales que las identifica o las 
hace identificables a través de medios que 
puedan ser razonablemente utilizados. 

Régimen de protección  
de datos personales
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• �Datos sensibles. Información relativa a 
características físicas, morales o emocionales, 
hechos o circunstancias de su vida afectiva 
o familiar, los hábitos personales que 
corresponden a la esfera más íntima de la 
persona.

• �Titular de los datos personales. Persona 
natural a quien corresponden o a quien se 
refieren los datos personales.

• �Tratamiento de datos personales. 
Cualquier operación o procedimiento 
técnico, automatizado o no, que permite 
la recopilación, o cualquier otra forma 
de procesamiento que facilite el acceso, 
correlación o interconexión de los datos 
personales.

• �Banco de datos personales. Conjunto 
organizado de datos personales, cualquiera 
que sea la forma de su creación, formación, 
almacenamiento, organización y acceso.

• �Titular de un banco de datos personales. 
La persona física, la empresa, la asociación 
privada o la entidad pública que determina 
la finalidad y contenido de un banco de 
datos personales, el tratamiento de este y sus 
medidas de seguridad.

• �Encargado del banco de datos personales. 
Toda persona natural, persona jurídica de 
derecho privado o entidad pública que 
realiza el tratamiento de los datos personales 
por encargo del titular del banco de datos 
personales por una relación jurídica.

• �Transferencia de datos personales. Toda 
transmisión, suministro o manifestación 
de datos personales, de carácter nacional 
o internacional, a una persona jurídica de 
derecho privado, a una entidad pública o a 
una persona natural distinta del titular de 
datos personales.

Ámbito de aplicación territorial
Así, la LPDP, resultará aplicable a tratamiento de 
datos personales cuando: 

• �Se efectúe en un establecimiento ubicado en 
territorio peruano correspondiente al titular 
del banco de datos personales o de quien 
resulte responsable del tratamiento.

• �Se efectúe por un encargado del tratamiento 
a nombre de un titular o responsable 
establecido en territorio peruano.

• �El titular del banco de datos personales o 
responsable no esté establecido en territorio 
peruano, pero resulta aplicable la legislación 
peruana, por disposición contractual o del 
derecho internacional.

• �El titular del banco de datos personales o 
responsable sin estar en territorio peruano 
utiliza medios situados en el mismo, salvo que 
tales medios se utilicen únicamente con fines 
de tránsito sin tratamiento.

Principales obligaciones  
de los titulares y encargados  
de bancos personales 

Obligación de consentimiento 
previo

Todo titular de un banco de datos personales 
debe obtener el consentimiento de los titulares 
de los datos personales. Este debe ser libre, 
previo, inequívoco y expreso, e informado.

No será necesario el consentimiento en: 

• �Recopilación o transferencia para el ejercicio 
de las funcionales de entidades públicas.

• �Datos personales contenidos en fuentes 
accesibles para el público.

• �Necesidad para la preparación, celebración y 
ejecución de una relación contractual en la 
que el titular de los datos personales es parte.

• �Procedimientos de anonimización o 
disociación.

• �En ejercicio válido del derecho fundamental 
a la libertad de información.

Deber de información

El responsable del tratamiento deberá cumplir 
con la obligación de informar al titular sobre las 
condiciones del tratamiento de datos. El titular 
tiene derecho a ser informado sobre la finalidad 
del tratamiento de sus datos.
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Obligación de implementar 
medidas de seguridad

Los titulares de bancos de datos personales 
deben adoptar las medidas técnicas y legales 
necesarias para garantizar la seguridad de los 
datos personales.

Obligación de guardar 
confidencialidad

Los titulares de bancos de datos personales 
y quienes intervengan en el tratamiento de 
datos personales están obligados a guardar la 
confidencialidad de la información que manejan.

Registro de las bases de datos 
personales

La creación, modificación o cancelación de 
bancos de datos personales se deben inscribir 
en el Registro Nacional de Protección de Datos 
Personales a cargo de la Autoridad Nacional de 
Protección de Datos Personales. 

Derechos de los titulares de 
datos personales

El titular de un banco de datos personales 
debe posibilitar el ejercicio de los siguientes 
derechos reconocidos a los titulares de los datos 
personales (derechos “ARCO”). 

• �Derecho a la información y derecho de 
acceso.

• �Derechos de actualización, inclusión, 
rectificación y supresión.

• �Derecho a impedir el suministro y derecho 
de oposición.

Obligaciones relevantes en 
materia de datos personales

Transferencia de datos personales
La transmisión o suministro de datos personales 
a terceros dentro o fuera del país, requiere 
el consentimiento libre, previo, expreso e 

informado del titular de los datos personales, 
salvo que obedezcan a las excepciones previstas 
en la LPDP. Las principales obligaciones que se 
deberán asumir son las siguientes. 

• �El titular del banco de datos personales 
deberá realizar el procedimiento de registro 
del “flujo transfronterizo” de sus datos.

• �El emisor de los datos personales 
transferidos debe probar que la 
transferencia se realizó conforme a la 
normativa.

• �El receptor de los datos asume la condición 
de titular del banco y debe realizar su 
tratamiento de acuerdo con la información 
recibida. 

Protección de datos personales  
y operaciones mercantiles

En un proceso de fusión o adquisición el manejo 
de información es de suma importancia, ya 
que este podría hacer que el mismo se haga de 
manera fluida, como también podría estancarlo. 

Autoridad reguladora
La Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales se encarga de las acciones necesarias 
para el cumplimiento del objeto y disposiciones 
de la normativa. Esta ejerce las funciones 
administrativas, orientadoras, normativas, 
resolutivas, fiscalizadoras y sancionadoras.

Régimen sancionador  
e infracciones

El régimen de sanciones determina que los 
administrados son responsables objetivamente 
por el incumplimiento de obligaciones derivadas 
de las normas sobre protección de datos 
personales. 

Las multas por incumplimientos en materia 
de protección de datos personales pueden 
involucrar sumas desde S/ 2.475 (USD 672) en 
caso de infracciones leves, hasta los S/ 495.000 
(USD 134.510) en caso de infracciones muy 
graves.
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Régimen legal

El régimen legal vigente en el Perú busca promover 
la iniciativa privada. En ese sentido, mediante 
Decreto Legislativo No. 757, publicado el 13 de 
noviembre de 1991, se eliminó lo que en su momento 
fue una reserva económica total en favor del Estado 
y se garantizó la libre iniciativa privada en todos los 
sectores de la economía. 

Ello se vio complementado con la Constitución 
Política de 1993, mediante la cual, a través 
de cambios en el régimen económico y el 
establecimiento de un Estado regulador en 
reemplazo del Estado empresario preexistente, se 
dieron pasos importantes para crear un marco legal 
atractivo para la inversión privada extranjera.

Hoy en día la actuación del sector privado es 
esencial en el desarrollo de infraestructura pública. 
Son principalmente cuatro los regímenes de 
contratación para el desarrollo de infraestructura 

pública: (i) el régimen de contratación con el Estado 
mediante la Ley de Contrataciones del Estado; (ii) 
el régimen de Asociaciones Público-Privadas (APP); 
(iii) el régimen de Obras por Impuestos (OxI); y (iv) el 
régimen de contratos Gobierno a Gobierno (G2G).

A continuación, presentaremos una breve 
introducción de los principales aspectos de los 
mencionados regímenes:

• Régimen de contratación con el Estado. Los 
denominados contratos de procura, esto es, aquellos 
mediante los cuales el Estado adquiere para sí 
bienes, servicios u obras públicas, se rigen hoy en 
día por lo dispuesto en la Ley No. 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado y su reglamento.

De acuerdo a lo estipulado en la Ley de 
Contrataciones del Estado y su reglamento, el 
Estado podrá contratar la ejecución de obras 
a través de procedimientos como la licitación 
pública o contratación directa (ante una situación 

Infraestructura
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de emergencia derivada de acontecimientos 
catastróficos, situaciones que afecten la defensa o 
seguridad nacionales, situaciones que supongan el 
grave peligro de que ocurra alguno de los supuestos 
anteriores, o de una emergencia sanitaria declarada 
por el ente rector del sistema nacional de salud).

Es importante señalar que la Ley de Contrataciones 
del el Estado  tiene por finalidad establecer normas 
orientadas a maximizar el valor de los recursos 
públicos que se invierten y a promover la actuación 
bajo el enfoque de gestión por resultados en las 
contrataciones de obras, de tal manera que estas 
se efectúen en forma oportuna y bajo las mejores 
condiciones de precio y calidad, permitan el 
cumplimiento de los fines públicos y tengan una 
repercusión positiva en las condiciones de vida de los 
ciudadanos.

En el mencionado régimen, la labor del inversionista 
privado se limita únicamente a la construcción de la 
infraestructura pública solicitada por el Estado, mas 
no a su mantenimiento ni a su operación.

Es importante señalar que dentro de este régimen 
se permite que las entidades del Estado contraten 
obras que incluyan el diseño y construcción a 
través de las modalidades llave en mano que 
incluye el expediente técnico de obra, siempre 
que el presupuesto estimado del proyecto o valor 
referencial corresponda a una Licitación Pública y 
que por su naturaleza utilice el sistema de suma 
alzada

Para contratar mediante este régimen es necesario 
que la empresa se encuentra inscrita en el 
Registro Nacional de Proveedores del Organismo 
Supervisor de las Contrataciones del Estado y 
que no se encuentren dentro de ninguno de los  
impedimentos para contratar con el Estado.

La lista de contrataciones del Estado se encuentra 
en el Sistema Electrónico de Contrataciones del 
Estado (SEACE), en el cual se podrá encontrar toda 
la información de las convocatorias, términos de 
referencia, entre otros.

• Régimen de Asociaciones Público-Privadas 
(APP). Mediante el Decreto Legislativo No. 1362 y 
su reglamento, se ha declarado de interés nacional 
la promoción de la inversión privada mediante 
APP. Las APP constituyen una modalidad de 
participación de la inversión privada, mediante 
contratos de largo plazo en los que interviene el 
Estado, a través de alguna entidad pública y uno o 
más inversionistas privados.

Es decir, las APP son un régimen de promoción 
de la inversión privada mediante el cual el Estado, 
como titular, puede encargar la ejecución, operación 
y mantenimiento de un proyecto a un privado 
para que este sea desarrollado bajo el principio de 
adecuada distribución de riesgos, lo que permite 
que los mismos se asignen a la parte que esté en 
mejor posición de asumir cada riesgo en el desarrollo 
del proyecto. El privado entonces operará la 
infraestructura y la explotará para obtener beneficios 
económicos, mientras que el Estado, mediante 
dicha explotación, logrará satisfacer la prestación de 
servicios públicos a la ciudadanía.

Es importante señalar que mediante APP se 
podrán desarrollan proyectos de infraestructura 
pública, servicios públicos, servicios vinculados a 
infraestructura y servicios públicos, investigación 
aplicada, y/o innovación tecnológica.

El contrato que se celebra para desarrollar un 
proyecto bajo la modalidad de APP constituye 
título suficiente para que el inversionista haga 
valer los derechos que dicho instrumento le otorga 
frente a terceros; en especial, los mecanismos de 
recuperación de las inversiones y los beneficios 
adicionales expresamente convenidos, pudiendo 
incluir servicios complementarios.  El inversionista 
puede explotar los bienes objeto del contrato 
de APP, directamente o a través de terceros, 
manteniendo en todo momento su calidad de único 
responsable frente al Estado peruano. Sin perjuicio 
de lo anterior, los proyectos de Asociación Público-
Privada que recaigan sobre bienes públicos, no 
otorgan al inversionista un derecho real sobre los 
mismos.

Debe tomarse en consideración que las APP se 
clasifican en (i) cofinanciadas, cuando requieren 
de otorgamiento o contratación de garantías 
financieras o garantías no financieras por parte 
del Estado y estos proyectos tienen probabilidad 
significativa de demandar cofinanciamiento; y, 
(ii)  autofinanciadas, cuando las APP cuentan con 
capacidad propia de generación de ingresos, que 
no requieren cofinanciamiento y cumplen con las 
siguientes condiciones: (a) tienen una demanda 
mínima o nula de garantía financiera por parte del 
Estado y (b) las garantías no financieras entregadas 
tienen una probabilidad nula o mínima de 
demandar cofinanciamiento.

Debe resaltarse que los contratos de APP pueden 
originarse tanto mediante iniciativa del Estado como 
mediante iniciativa de los propios inversionistas. 
Estas solicitudes son evaluadas bajo el régimen de 
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“iniciativas privadas” las cuales son consideradas 
como peticiones de gracia formulados por los 
interesados para adjudicarse finalmente un 
proyecto de APP. 

Alguno de los proyectos que se están llevando 
adelante vía APP son la Línea 1 y 2 del Metro de 
Lima, el aeropuerto Internacional Jorge Chávez, 
el primer y segundo grupo de Aeropuertos de las 
Provincias de la República de Perú. 

• Régimen de Gobierno a Gobierno (G2G). Son 
acuerdos firmados entre el Estado peruano y 
otros Estados con experiencia en la ejecución 
de proyectos cuyo objetivo es el desarrollo de 
infraestructura de gran envergadura y que 
requiera un alto nivel de especialización. Su 
regulación se encuentra principalmente en la 
cuarta disposición complementaria final del 
Ley de Contrataciones del Estado, modificada 
mediante Decreto Legislativo No. 1564.

Mediante G2G se puede contratar la adquisición 
de bienes, contratación de servicios, ejecución de 
obras. La gestión, desarrollo u operación, pueden 
ser ejecutadas por otro Estado, a través de sus 
propios organismos, dependencias, empresas 
públicas o privadas nacionales o extranjeras. Las 
contrataciones de Estado a Estado se regulan bajo 
los alcances del comercio internacional y por las 
normas y principios del derecho internacional.

En la ejecución de G2G el Estado encargado 
tendrá la responsabilidad de llevar adelante el 
acuerdo mediante sus propias empresas, agencias 
gubernamentales, organismos estatales, entre otros.  

Alguno de los proyectos que se están llevando 
adelante vía G2G son el Aeropuerto Internacional 
de Chinchero (con el gobierno de Corea del Sur), 
la Carretera Central (con el gobierno de Francia), 
el hospital Sergio Bernales de Collique (con el 
gobierno de Francia), Reconstrucción con Cambios 
(con Reino Unido).

• Régimen de Obras por Impuestos (OxI). Se 
encuentran reguladas en la Ley No. 29230 y su 
reglamento. Dicho marco normativo ha regulado a las 
OxI como una modalidad de ejecución de inversión 
pública mediante la cual se permite que empresas 
privadas puedan financiar, ejecutar y/o proponer 
proyectos de inversión pública en infraestructura. 

Es decir, las OxI son acuerdos firmados entre 
el Gobierno y las empresas privadas mediante 
los cuales se permite que estas últimas puedan 

financiar, ejecutar y/o proponer proyectos de 
inversión pública en infraestructura a cargo del 
pago de sus impuestos. 

El monto invertido por la empresa privada para el 
financiamiento del proyecto es posteriormente 
aplicado contra el pago a cuenta y la regularización 
de su impuesto a la renta de tercera categoría 
(impuesto que grava la renta obtenida en el marco 
de actividades empresariales) o para el pago de 
cualquier otro tributo, deuda u otra obligación 
tributaria. Cabe señalar que el monto de inversión se 
reembolsa a través de certificados, valorados como 
reconocimiento del monto invertido por la empresa 
privada, denominados Certificado de Inversión 
Pública Regional y Local (CIPRL) y Certificado de 
Inversión Pública Gobierno Nacional (CIPGN).

Este mecanismo puede ser aplicado por 
las entidades del gobierno nacional, los 
gobiernos regionales, los gobiernos locales y las 
universidades públicas. 

La elaboración de proyectos mediante este 
mecanismo tiene un componente adicional de 
interés para las empresas en tanto contribuye 
a la construcción de la responsabilidad social 
empresarial y el mejoramiento de sus relaciones 
con la comunidad.

De acuerdo al marco normativo aplicable 
resulta posible ejecutar los siguientes tipos 
de proyectos vía OxI: (i) proyectos de inversión 
pública; (ii) inversiones de optimización, de 
ampliación marginal, rehabilitación y reposición 
(IOARR); (iii) inversiones de optimización, de 
ampliación marginal, rehabilitación y reposición 
de estado de emergencia; y, (iv) mantenimiento 
de infraestructura ejecutada bajo Obras por 
Impuestos u otra modalidad.

Si bien es cierto inicialmente estaba pensado 
para proyectos de menor envergadura, cada 
vez se está buscando trasladar esta propuesta a 
infraestructura más grande e importante. Según 
datos de Proinversión, a la fecha, esta modalidad 
ha permitido ejecutar obras por más de 2,500 
millones de Soles.

Financiamiento de proyectos 
(project finance) en el Perú 

• �Proyectos autofinanciados. Desde una 
perspectiva de financiamiento de proyectos, 
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los proyectos autofinanciados se estructuran 
de tal forma que permitan generar ingresos 
por sí mismos con la finalidad de alcanzar la 
viabilidad financiera a través de los pagos de 
los usuarios durante la fase de operación del 
respectivo proyecto. 

En estos proyectos, el mecanismo de pago 
se basa - por ejemplo - en peajes o tarifas 
pagados por los usuarios de manera directa 
o indirecta a través de empresas estatales, 
privadas o entidades gubernamentales, según 
la estructura de cada proyecto.

• �Proyectos cofinanciados. Desde una 
perspectiva de financiamiento de proyectos, 
los proyectos de cofinanciamiento 
corresponden a aquellos proyectos en los 
cuales no es posible generar suficientes 
ingresos de los usuarios para que sean 
financieramente viables, lo que motiva que el 
Estado asuma determinados compromisos de 
pago en relación con el respectivo proyecto.

En tales casos, es estándar que los contratos 
de concesión establezcan un sistema de 
pagos basado en la disponibilidad o los 
niveles de servicio, con lo cual el Estado 
efectuará los pagos al concesionario una vez 
iniciada la puesta en operación del proyecto 
correspondiente, o bien un esquema de 
pagos diferidos basados en hitos funcionales.

En ciertos proyectos se ha contemplado 
también la realización de pagos durante la 
construcción del proyecto y esquemas de 
pago diferido por hitos constructivos o hitos 
financieros.

• �Contenido mínimo de las cláusulas 
contractuales en los Contratos de Concesión. 
Cada contrato de concesión que suscriba el 
Estado peruano regulará la relación contractual 
Estado – concesionario, asignándose en dichos 
contratos los riesgos de cada proyecto a cada 
parte (ej. entrega y/o adquisición de los predios 
para el proyecto, riesgos arqueológicos, riesgo 
de demanda, etc.).

• �Acreedores permitidos. Son financistas 
calificados por el Concedente que otorgarán 
el financiamiento necesario para llevar a cabo 
el proyecto. Es estándar que los contratos de 
concesión establezcan requisitos básicos para 
que un financista califique como un Acreedor 
Permitido.

A manera de ejemplo, algunos contratos de 
concesión establecen que los Acreedores 
Permitidos pueden ser, entre otros, los 
siguientes:

a. �Instituciones multilaterales de crédito de 
las cuales el Estado peruano es miembro.

b. �Instituciones o agencias 
gubernamentales de países con los que 
Perú mantiene relaciones diplomáticas.

c. �Instituciones financieras comerciales 
designadas como Bancos Extranjeros de 
Primera Categoría según las regulaciones 
del Banco Central de Reserva del Perú.

d. �Otras instituciones financieras 
internacionales aprobadas por el 
Concedente, con calificación de riesgo 
no menor a “A” evaluada por una entidad 
reconocida por la Superintendencia del 
Mercado de Valores (SMV).

e. �Instituciones financieras nacionales 
aprobadas por el Concedente, con 
calificación de riesgo no menor a “A” 
asignada por una clasificadora de riesgo 
nacional.

f. �Inversionistas institucionales definidos 
por las leyes vigentes, como las 
Administradoras de Fondos de Pensiones 
(AFP), que adquieran valores emitidos por 
el concesionario.

g. �Personas naturales o jurídicas que 
adquieran valores emitidos por el 
concesionario a través de una oferta 
pública.

Es importante destacar que es usual que 
los contratos de concesión regulan que los 
Acreedores Permitidos no deberán tener 
vínculos económicos con el concesionario, 
no hayan sido declarados inelegibles por 
organismos multilaterales y no estén 
relacionados con delitos de corrupción, lavado 
de activos o terrorismo según la autoridad 
competente, entre otros.

• �Cierre Financiero. Los contratos de concesión 
establecen la obligación del concesionario 
de acreditar el cierre financiero del 
proyecto, entendido como la acreditación 
de la disponibilidad de recursos financieros 
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necesarios para llevar a cabo el proyecto de 
conformidad con el contrato de concesión. 
Dicha acreditación suele llevarse a cabo 
mediante la suscripción de contratos 
de financiamiento, fondos propios del 
concesionario (aportes de capital) o emisión 
de valores en el mercado de capitales.

Para demostrar el cumplimiento de esta 
obligación, toda la documentación de 
financiamiento debe ser suscrita, y se 
deben cumplir todas las condiciones previas 
requeridas en ese momento para obtener el 
financiamiento del proyecto.

La entidad pública respectiva (Proinversión o 
la entidad pública titular del proyecto) suele 
ser la responsable de otorgar su aprobación 
o rechazo al cierre financiero, debiendo 
verificar que el monto del financiamiento 
sea suficiente para llevar a cabo el proyecto 
y revisar los documentos de financiamiento, 
entre otros.

Típicamente, el cierre financiero es un 
requisito para el inicio de la ejecución de las 
obras del proyecto y los términos acordados 
en dichos contratos financieros no pueden 
resultar en mayores gastos o pagos por 
parte del concedente en comparación con 
lo establecido en el respectivo contrato de 
concesión.

• �Endeudamiento Garantizado Permitido. 
Es común que, en el marco del proceso 
de financiamiento de un proyecto, el 
concesionario suscriba documentos 
que respalden la disponibilidad del 
financiamiento del proyecto con acreedores 
permitidos que permitan demostrar la 
obtención del Cierre Financiero. Al respecto, 
cabe resaltar que los acreedores permitidos 
obtienen ciertos derechos (“step in rights”) 
establecidos en cada contrato de concesión 
vinculados a garantías mobiliarias sobre 
acciones, cesión de flujos en virtud de un 
contrato de fideicomiso y/o constitución de 
una hipoteca sobre la concesión, entre otros.

El financiamiento con fondos propios o de 
empresas vinculadas no suele considerase 
como endeudamiento garantizado 
permitido.

Antes de suscribir dichos documentos, 
estos deben ser presentados ante la entidad 

pública correspondiente para su revisión, 
quien deberá verificar que las condiciones 
y términos de los documentos de 
financiamiento no modifiquen ni vulneren 
lo establecido en el contrato de concesión 
suscrito por el concesionario ni genere 
riesgos adicionales o responsabilidades 
no contempladas para el concedente. Los 
plazos correspondientes a dicha revisión son 
regulados en cada contrato de concesión, 
según corresponda. La revisión culmina con 
una autorización de la autoridad respectiva.

• �Derechos de los acreedores permitidos y 
garantías permitidas 

En aras de mitigar los riesgos asociados con 
el financiamiento del proyecto en beneficio 
de los financistas, es usual que los contratos 
de concesión permitan la constitución de 
garantías a favor de los acreedores permitidos. 
A continuación, se detallan algunos de los 
derechos de los acreedores permitidos:

a. �Constitución de una garantía mobiliaria 
sobre las acciones o participaciones 
de los sponsors del proyecto en 
el concesionario. Los contratos de 
concesión suelen permitir que las 
acciones del concesionario sirvan como 
garantía mobiliaria para respaldar el 
cumplimiento de sus obligaciones 
frente a sus acreedores permitidos. 
Sin embargo, ello suele requerir la 
previa autorización del concedente, en 
especial en relación con las acciones de 
titularidad del socio estratégico en el 
concesionario.

b. �Hipoteca sobre el derecho de concesión. 
Los contratos suelen permitir la 
constitución de una hipoteca sobre 
el derecho de concesión, es decir, 
un gravamen sobre el derecho más 
importante de un concesionario en el 
marco de un proyecto de infraestructura 
que permite un derecho “step in” directo 
por parte de los acreedores permitidos 
del concesionario como garantía de su 
financiamiento. 

Típicamente, ello ocurre cuando el 
concesionario incumple sus obligaciones 
financieras o cuando el concedente 
notifica a los acreedores permitidos que 
pueden ejercer dicho derecho antes de 
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que se declare la caducidad del contrato 
de concesión respectivo. De esta manera, 
se busca asegurar la continuidad del 
proyecto al permitir la sustitución del 
concesionario sin que el contrato de 
concesión llegue a su fin.

c. �Contrato de fideicomiso de flujos. Los 
contratos de concesión suelen permitir 
que el concesionario transfiera en 
dominio fiduciario los flujos dinerarios 
derivados del contrato de concesión 
o generados por el proyecto para la 
constitución de un patrimonio autónomo 
que servirá como garantía a favor de 
los acreedores permitidos y/o como 
mecanismo de repago de la deuda 
financiera asumida por el concesionario 
frente a sus acreedores permitidos.

• �Capital y Socio Estratégico. Adicionalmente 
a la deuda financiera que el concesionario 
podrá tomar para financiar el proyecto, 
es usual que los contratos de concesión 
también especifican ciertos requisitos 
mínimos de capital social para el proyecto, 
con el fin de (i) alinear los intereses de 
los accionistas del concesionario con los 
del proyecto y (ii) garantizar la solvencia 
financiera del concesionario. El monto del 
capital social, así como los plazos para su 
acreditación, se determinan en cada contrato 
de concesión y teniendo en consideración el 
monto de inversión total de cada proyecto.

Asimismo, los contratos de concesión suelen 
regular períodos mínimos de permanencia de 
los principales sponsors o socios estratégicos 
del proyecto, en particular aquellos socios o 
accionistas que acreditaron los requisitos técnicos 
durante el proceso de licitación del proyecto..
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Jurisdicción y competencia  
de Cortes 

Los tribunales peruanos tienen competencia para 
conocer y resolver pretensiones de naturaleza civil 
y comercial planteadas contra cualquier persona 
domiciliada en territorio nacional. 

Asimismo, la ley peruana establece que las cortes 
peruanas tienen competencia para conocer 
acciones con contenido patrimonial incluso 
contra personas no domiciliadas en el Perú en los 
siguientes casos:

• �Acciones relativas a derechos reales sobre 
bienes situados en territorio peruano. 

• �Acciones relativas a obligaciones que deban 
ejecutarse en territorio peruano o que deriven 
de contratos celebrados o de hechos realizados 
en el Perú.

• �Acciones civiles derivadas de delitos o faltas 
perpetrados o cuyos resultados se hayan 
producido en territorio peruano. 

• �Si las partes se han sometido expresa o 
tácitamente a la jurisdicción de los tribunales 
peruanos. 

• �Juicios originados por el ejercicio de acciones 
relativas a universalidades de bienes cuando la 
ley peruana sea aplicable para regir el asunto 
conforme a sus reglas de Derecho Internacional 
Privado.

• �Acciones relativas al estado y a la capacidad 
de las personas naturales, o a las relaciones 
entre familiares, cuando el derecho peruano 
es el aplicable para regir el asunto, y cuando 
las partes se sometan expresa o tácitamente 
a su jurisdicción, siempre que la causa tenga 
una efectiva vinculación con el territorio de la 
República. 

Medios alternativos  
de solución de controversias 

La Constitución y las leyes peruanas reconocen tres 
medios alternativos respecto del Poder Judicial para 

Resolución de conflictos
la solución de conflictos: mediación, conciliación y 
arbitraje.

• �La mediación. Es un proceso de negociación 
mediante el cual las partes involucradas en 
un conflicto intentan resolverlo recurriendo a 
un tercero (mediador) únicamente para que 
los asista en la búsqueda de un acuerdo, sin 
que tenga la facultad de resolver el conflicto 
por decisión propia. El mediador únicamente 
recoge inquietudes, explica posiciones y 
ayuda a las partes a encontrar una solución 
consensuada. Es un procedimiento permitido, 
pero no regulado en el Perú.

• �La conciliación. Consiste en un proceso de 
negociación a través del cual las partes de un 
conflicto buscan componerlo a través de la 
celebración de un acuerdo al que llegan con 
la ayuda de un conciliador, quien, a diferencia 
del mediador, sí cuenta con facultades para 
proponer alternativas de solución al conflicto. 

A diferencia de la mediación, la conciliación sí 
está regulada por medio de la Ley No. 26872 
y su Reglamento, y resulta obligatoria para 
pretensiones determinadas o determinables 
que versen sobre derechos disponibles de las 
partes, salvo cuando dichas pretensiones se 
resuelvan mediante arbitraje.

• �El arbitraje: Las partes pueden acordar que una  
controversia se resuelva mediante arbitraje, 
siempre que la materia sea disponible. 

• �El numeral 1 del artículo 139 de la Constitución 
reconoce naturaleza jurisdiccional al arbitraje. En 
consecuencia, los laudos emitidos o reconocidos 
en el Perú pueden ser ejecutados en la misma 
forma en que lo son las sentencias judiciales.

• �Existen tres tipos de arbitraje: 

a. �Arbitraje en materia civil y comercial: puede 
ser nacional o internacional, ad hoc o 
institucional.

b. �Arbitraje en materia de contratación pública: 
las controversias relativas o derivadas 
de un contrato gobernado por la Ley de 
Contrataciones con el Estado deben ser 
resueltas mediante arbitraje. 
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c. �Arbitraje en materia de inversiones: los 
inversionistas que hayan celebrado contratos 
de inversión o que sean nacionales de 
Estados que hayan celebrado tratados con 
cláusulas de protección a la inversión con 
el Perú pueden someter sus controversias 
a arbitraje de inversión, conforme al 
mecanismo de solución de controversias 
contemplado en dicho tratado. 

Arbitraje comercial internacional 

El artículo 63 de la Constitución y el artículo 4 de la 
Ley de Arbitraje peruana establecen que el Estado 
y las demás personas de derecho público pueden 
someter a arbitraje nacional o internacional en la 
forma que disponga la ley las controversias relativas 
a relaciones contractuales de las que son parte. 

El artículo 5 de la Ley de Arbitraje peruana reconoce 
similar derecho a las personas de derecho privado.

Es importante mencionar que la Ley de Arbitraje 
peruana sigue casi en su totalidad la Ley Modelo 
sobre arbitraje comercial elaborada por la Comisión 
de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (CNUDMI). Además, la Ley de Arbitraje 
peruana suscribe un régimen monista, lo que 
significa que, en términos generales, las mismas 
disposiciones de la ley aplican para arbitrajes 
domésticos e internacionales. Ello garantiza 
que cualquier arbitraje con sede en el Perú esté 
sometido a los más altos estándares internacionales. 

De acuerdo con la ley peruana, el arbitraje en materia 
comercial será internacional en los siguientes casos: 

• �Si las partes en un convenio arbitral tienen, al 
momento de su celebración, sus domicilios en 
Estados diferentes. 

• �Si el lugar del arbitraje determinado en el 
convenio arbitral o con arreglo a este, está 
situado fuera del Estado en que las partes 
tienen sus domicilios.

• �Si el lugar de cumplimiento de una parte 
sustancial de las obligaciones o el lugar con 
el cual el objeto de la controversia tiene una 
relación más estrecha, está situado fuera 
del territorio nacional, tratándose de partes 
domiciliadas en el Perú. 

El arbitraje comercial internacional puede ser ad hoc 
o institucional.

El Perú es parte de tratados internacionales 
que contienen reglas que facilitan la ejecución 
de laudos arbitrales emitidos en el marco de 
arbitrajes internacionales. Entre ellos destacan la 
Convención de Nueva York de 1958 y la Convención 
Interamericana de Arbitraje Comercial Internacional 
de Panamá de 1975.

Arbitraje de inversión

El arbitraje de inversión se estableció con el 
propósito de proporcionar a los inversores 
extranjeros un foro imparcial en el cual puedan 
resolver disputas relacionadas con inversiones 
realizadas en países extranjeros, cuando dichas 
inversiones sean afectadas por acciones u 
omisiones de esos países.

Por lo general, los arbitrajes de inversión son 
iniciados por inversionistas sobre la base de un 
tratado celebrado entre el Estado de donde el 
inversionista es nacional y el Estado receptor de la 
inversión. Sin embargo, en el Perú, la mayoría de 
los contratos de inversión, tales como los contratos 
de Concesión, también contemplan al arbitraje 
de inversión como mecanismo de solución de 
controversias.

Una de las principales garantías para la inversión 
extranjera en el Perú es que este es miembro 
de la Convención de Washington de 1965 
(“Convenio CIADI”), el cual contempla un arbitraje 
absolutamente independiente de las cortes 
locales (aún más que un arbitraje comercial). La 
mayoría de los tratados y contratos de inversión 
suscritos por el Perú faculta a los inversionistas 
a iniciar arbitrajes CIADI. Sin embargo, en la 
medida en que solo podrán recurrir a un arbitraje 
CIADI los inversionistas nacionales de Estados 
miembros del Convenio CIADI (actualmente 
son 165 los Estados miembros, con algunas 
omisiones notables como Brasil y Sudáfrica), 
para facilidad del inversionista, la mayoría de 
tratados y contratos de inversión suscritos por el 
Perú contempla alternativamente la posibilidad 
de iniciar arbitrajes de inversión conforme a 
reglas distintas, como el Reglamento de Arbitraje 
CNUDMI.

Es preciso señalar que el Perú tiene como 
precedente el pagar los laudos que lo condenan 
como en el caso Bear Creek Mining Corporation 
c. la República del Perú, en el que el Perú pagó 
un laudo que lo condenaba al pago de USD 18 
millones más intereses y costos. 
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